
El Nuevo Modelo Petrolero de Contratación
Dr. Pedro Javier Reséndez Bocanegra
El presente artículo tiene por objeto analizar el marco jurídico para la contratación en materia petrolera en México.
Entre los años 2008 a 2013 el Estado Mexicano decidió modificar diversas leyes y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (la “Constitución”) -esta última publicada el 20 de Diciembre de 2013 (la “Reforma Constitucional”)-, para establecer un nuevo modelo petrolero de contratación para una industria petrolera que se encontraba reservada a Petróleos Mexicanos (“PEMEX”) en forma de monopolio y la contratación de PEMEX estaba regida por leyes no actualizadas a los estándares internacionales de esta industria. Dicho marco de reglamentos, leyes y disposiciones restringía a PEMEX con quién y cómo contratar, así como la manera de pagar por los servicios y la tecnología recibida.
Un monopolio llega a muchos puntos de venta y de distribución, debiendo ofrecer así precios accesibles en beneficio de la población. Puede lograr eficiencias económicas en base a los grandes volúmenes de producción, pero no debería inhibir la entrada de nuevos participantes en los mercados que quieran dejar de ser consumidores, para ser productores y creadores de negocio.
El centralizar la producción en unos cuantos agentes económicos y regularlos como monopolios, inhibe la creación de nuevos negocios. La libertad de contratar se limita entonces a la existencia de ese escaso número de agentes económicos, que no son suficientes para lograr cubrir la demanda de construcción y operación de la infraestructura para aumentar la producción y distribución de productos petroleros en beneficio de la comunidad, a quien se pone en riesgo ante el mal estado de dicha infraestructura que puede causar además daños al medio ambiente; más aún, si dicho monopolio tiene restricciones para contratación y asociación que no son acordes a las prácticas internacionales, esto le dificulta ampliar su negocio al contar con un número reducido de proveedores, clientes y socios dispuestos a acatar tales restricciones.
Por otra parte, un monopolio puede tener como impacto negativo crear escasez artificial, al no haber otros proveedores de los productos o servicios que el mismo produce o presta. 
I.
Antecedentes del Nuevo Modelo Petrolero de Contratación.
Antes de la publicación de la Reforma Constitucional, el marco legal para la contratación petrolera era el siguiente:
(i) Constitución,
(ii) Ley de Petróleos Mexicanos,
(iii) Reglamento de la Ley de Petróleos Mexicanos,
(iv) Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, 
(v) Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo,
(vi) Reglamento de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, y 
(vii) Disposiciones administrativas del Consejo de Administración de PEMEX en materia de adquisiciones, arrendamientos, contratación de servicios y obras.
1.
Constitución.
De conformidad con lo dispuesto por el Artículo 27 de la Constitución, tratándose del petróleo y de los carburos de hidrógeno no se otorgarían concesiones ni contratos y la Nación llevaría a cabo la explotación de esos productos, en los términos que señale la Ley Reglamentaria respectiva. 
2.
Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo y su Reglamento.
2.1.
Ley Reglamentaria.
La Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo fue publicada originalmente el 29 de noviembre de 1958 (la “Ley Reglamentaria”). 
En un esfuerzo por actualizar la Ley Reglamentaria para adaptarla a las tendencias internacionales de contratación en materia petrolera, el 28 de noviembre de 2008, la Secretaría de Energía publicó en el Diario Oficial de la Federación ciertas reformas a la misma aprobadas por el Congreso Mexicano. 
De las reformas a la Ley Reglamentaria destacan los puntos siguientes:
(i)
Se incluyó una definición de “Yacimientos Transfronterizos” como (a) aquellos que se encuentren dentro de la jurisdicción nacional y tengan continuidad física fuera de ella, o (b) aquellos yacimientos o mantos fuera de la jurisdicción nacional, compartidos con otros países de acuerdo con los tratados en que México sea parte o bajo lo dispuesto en la Convención sobre Derecho del Mar de las Naciones Unidas.
(ii)
Se creó un régimen especial para la explotación de los “Yacimientos Transfronterizos” a definirse en los Tratados en los que México sea parte, celebrados por el Presidente de la República y aprobados por la Cámara de Senadores.
(iii)
Se incluyó el principio general de contratación conforme al cual PEMEX podría celebrar con personas físicas o morales los contratos de obras y de prestación de servicios que la mejor realización de sus actividades requiere (“Contratos de Obras y Servicios”), en el entendido que (a) las remuneraciones que en dichos contratos se establecieran serían siempre en efectivo y en ningún caso se concederían por los servicios que se presten y las obras que se ejecuten propiedad sobre los hidrocarburos,  y (b) no se podrían suscribir contratos de producción compartida o contrato alguno que comprometa porcentajes de la producción o del valor de las ventas de los hidrocarburos ni de sus derivados, ni de las utilidades de la entidad contratante. 
(iv)
Se reiteró el principio previsto en ese entonces en la Constitución respecto a que sólo la Nación podrá llevar a cabo las distintas explotaciones de los hidrocarburos, que constituyen la industria petrolera. 

El término “Industria Petrolera” reservada a la Nación y aprovechada por ésta a través de PEMEX, se definía por el Artículo 3 de la Ley Reglamentaria (la “Industria Petrolera”) y comprendía lo siguiente:.
I.
La exploración, la explotación, la refinación, el transporte, el almacenamiento, la distribución y las ventas de primera mano del petróleo y los productos que se obtengan de su refinación; 
II.
La exploración, la explotación, la elaboración y las ventas de primera mano del gas, así como el transporte y el almacenamiento indispensables y necesarios para interconectar su explotación y elaboración, exceptuando el gas asociado a los yacimientos de carbón mineral cuya recuperación y aprovechamiento regulado por la Ley Minera,
 y
III.
La elaboración, el transporte, el almacenamiento, la distribución y las ventas de primera mano de aquellos derivados del petróleo y del gas que sean susceptibles de servir como materias primas industriales básicas y que constituían petroquímicos básicos según la Ley Reglamentaria, que a continuación se enumeran: (i) Etano, (ii) Propano, (iii) Butanos, (iv) Pentanos, (v) Hexano, (vi) Heptano, (vii) Materia prima para negro de humo, (viii) Naftas, y (ix) Metano, cuando provenga de carburos de hidrógeno, obtenidos de yacimientos ubicados en el territorio nacional y se utilice como materia prima en procesos industriales petroquímicos.
(v)
En cuanto al tema de venta de gasolinas, el artículo 14 bis de la Ley Reglamentaria establecía que el expendio de gasolinas y otros combustibles líquidos producto de la refinación del petróleo que se realice a través de estaciones de servicio con venta directa al público o de autoconsumo, operarían en el marco del contrato de franquicia u otros esquemas de comercialización que al efecto se podrían celebrar entre PEMEX y personas físicas o sociedades mexicanas con cláusula de exclusión de extranjeros. 
De esta forma, se mantenían reservadas para PEMEX la mayoría de las actividades que integraban la industria petrolera, se ampliaba la gama de servicios petroleros que PEMEX podría contratar y se preveía expresamente la posibilidad de diseñar otros esquemas de comercialización de gasolina y otros combustibles a ser acordados con PEMEX.
2.2.
Reglamento de la Ley Reglamentaria.
El 22 de septiembre de 2009, la Secretaría de Energía publicó en el Diario Oficial de la Federación el Reglamento de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo (el “Reglamento de la Ley Reglamentaria”).

Para definir el alcance de las áreas de negocio en los que la inversión privada podría participar en forma conjunta con PEMEX, el Reglamento de la Ley Reglamentaria incluyó los siguientes temas a destacar:
(i)
Definió el término “venta de primera mano” como la primera enajenación de hidrocarburos, distintos de los petroquímicos no básicos, que PEMEX realizara a un tercero distinto de las personas morales controladas por PEMEX. 
(ii)
Previó un nuevo régimen de “Permisionarios” como aquellas personas físicas o morales titulares de un permiso para la realización de las actividades de transporte, almacenamiento o distribución, conforme a lo dispuesto en las disposiciones jurídicas aplicables. Esto es, el otorgamiento de permisos para las actividades antes señaladas, no limitándolo solamente respecto al gas natural, regulado en forma específica por el entonces Reglamento de Gas Natural, sino quedando abierto para cualesquiera otros hidrocarburos o sus derivados. 
(iii)
Eliminó ciertas restricciones que existían en materia de refinación, almacenamiento, transporte y distribución que estaban reservadas a PEMEX y que estaban contenidas en los artículos 24, 31 y 33 del Reglamento de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de agosto de 1959. Dichos artículos establecían lo siguiente:
Artículo 24. Sólo la Nación puede llevar a cabo operaciones de refinación petrolera, por conducto de Petróleos Mexicanos, ya sea que se refinen hidrocarburos de origen nacional, extranjero o mezcla de ambos, tanto para consumo nacional, como para exportación de los derivados. Cuando los hidrocarburos de origen extranjero sean propiedad de terceros, la refinación la podrá hacer Petróleos Mexicanos, pero sólo para la subsecuente exportación de los productos.
Artículo 31. El transporte dentro del territorio nacional de petróleo crudo, de productos y subproductos de refinación, y de gas, por medio de tuberías, será hecho exclusivamente por Petróleos Mexicanos y en tuberías de su propiedad, con excepción de lo dispuesto por el artículo 35.
Artículo 33. El almacenamiento en campos petroleros y refinerías será hecho exclusivamente por Petróleos Mexicanos. 
(iv)
Confirmó en su artículo 4º que PEMEX podría construir y operar sistemas, infraestructura, plantas, instalaciones, gasoductos, oleoductos y toda clase de obras conexas o similares para la mejor realización de sus actividades relacionadas con la Industria Petrolera y las demás previstas en la Ley Reglamentaria y en la Ley de PEMEX; sin reservar en forma exclusiva para PEMEX dichas actividades, pudiendo por lo tanto PEMEX contratarlas con empresas privadas. Así lo reiteraban los siguientes dos artículos del Reglamento de la Ley Reglamentaria: 
Artículo 28. Petróleos Mexicanos y sus Organismos Subsidiarios podrán celebrar con personas físicas o morales los contratos de obras y de prestación de servicios requeridos para la mejor realización de sus actividades relacionadas con la Industria Petrolera Estatal y las demás previstas en la Ley Reglamentaria y en la Ley de Pemex.
Artículo 29. Los convenios, contratos y demás actos jurídicos que los Organismos Descentralizados celebren o suscriban, se regularán conforme a lo establecido en los ordenamientos legales y disposiciones de carácter administrativo aplicables y, en su caso, en la legislación común que por materia corresponda, según su naturaleza.

Para efectos de acotar lo anterior, el Artículo 4º del Reglamento de la Ley Reglamentaria previó que PEMEX debería observar en dichas actividades lo señalado en las asignaciones, permisos y autorizaciones que la Secretaría de Energía y la Comisión Reguladora de Energía expidiesen en el ámbito de su competencia. 
3.
Ley de Petróleos Mexicanos y su Reglamento.
El 28 de noviembre de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley de Petróleos Mexicanos (la “Ley de PEMEX”), siendo ésta una nueva ley que regularía la organización, funcionamiento, control y rendición de cuentas de PEMEX. 
El 4 de septiembre de 2009, la Secretaría de Energía publicó en el Diario Oficial de la Federación el Reglamento de la Ley de Petróleos Mexicanos (el “Reglamento de la Ley de PEMEX”).
3.1.
Ley de PEMEX.
En lo referente a los Contratos de Obras y Servicios, la Ley de PEMEX incorporó los siguientes elementos:
(i)
Reiteró el principio conforme al cual PEMEX podrá celebrar con personas físicas o morales toda clase de actos, convenios, contratos y suscribir títulos de crédito, manteniendo en exclusiva la propiedad y el control del Estado Mexicano sobre los hidrocarburos, con sujeción a las disposiciones legales aplicables.
(ii)
Describió el siguiente catálogo de conceptos que deberían ser cumplidos por las cláusulas de los Contratos de Obras y Servicios:
I.
Se mantendría, en todo momento, el dominio directo de la Nación sobre los hidrocarburos;
II.
No se concedería derecho alguno sobre las reservas petroleras, por lo cual los proveedores o contratistas no podrían registrarlas como activos propios y la Nación las registrará como parte de su patrimonio;
III.
Se mantendría, en todo momento, el control y la dirección de la industria petrolera a que se refiere el artículo 3o. de la Ley Reglamentaria;
IV.
Las remuneraciones que en dichos contratos se establezcan serían siempre en efectivo, por lo que en ningún caso podrá pactarse como pago por los servicios que se presten o las obras que se ejecuten, un porcentaje de la producción o del valor de las ventas de los hidrocarburos ni de sus derivados o de las utilidades de la entidad contratante;
V.
No se otorgarían derechos de preferencia de ningún tipo para la adquisición del petróleo o sus derivados, o para influir en la venta a terceras personas; 
VI.
No se suscribirían contratos que contemplen esquemas de producción compartida ni asociaciones en las áreas exclusivas y estratégicas a cargo de la Nación señaladas en el artículo 3o. de la Ley Reglamentaria; y
VII.
Los contratos podrían contemplar cláusulas donde se permita a las partes realizar modificaciones a los proyectos por la incorporación de avances tecnológicos; por la variación de precios de mercado de los insumos o equipos utilizados en las obras, o por la adquisición de nueva información obtenida durante la ejecución de las obras u otras que contribuyan a mejorar la eficiencia del proyecto.
(iii)
En relación con las remuneraciones que se podrían pactar en los Contratos de Obras y Servicios, estableció las siguientes condiciones:
I.
Deberían pactarse siempre en efectivo, ser razonables en términos de los estándares o usos de la industria y estar comprendidas en el presupuesto autorizado de PEMEX;
II.
Serían establecidas a través de esquemas fijos o fórmulas predeterminadas con las que se obtenga un precio cierto, de conformidad con la legislación civil;
III.
Los contratos de obra plurianuales podrían estipular revisiones necesarias por la incorporación de avances tecnológicos o la variación de precios de mercado de los insumos o equipos utilizados en los trabajos correspondientes u otros que contribuyan a mejorar la eficiencia del proyecto, con base en los mecanismos para el ajuste de costos y fijación de precios autorizados por el Consejo de Administración;
IV.
Deberían establecerse a la firma del contrato;
V.
Se incluirán penalizaciones en función del impacto negativo de las actividades del contratista en la sustentabilidad ambiental y por incumplimiento de indicadores de oportunidad, tiempo y calidad, y
VI.
Sólo se podrían incluir compensaciones adicionales cuando:
a)
El contratante obtenga economías por el menor tiempo de ejecución de las obras;
b)
El contratante se apropie o se beneficie de nuevas tecnologías proveídas por el contratista, o
c)
Concurran otras circunstancias atribuibles al contratista que redunden en una mayor utilidad de PEMEX y en un mejor resultado de la obra o servicio, y siempre que no se comprometan porcentajes sobre el valor de las ventas o sobre la producción de hidrocarburos. Las posibles compensaciones deberían establecerse expresamente a la firma del contrato.
(iv)
Se creó un régimen de contratación especial para las adquisiciones, arrendamientos y prestación de servicios que PEMEX contrate en las denominadas “Actividades Sustantivas de Carácter Productivo” (las “Actividades Sustantivas”), consistente en aquéllas que integran la “Industria Petrolera”. Conforme a dicho régimen especial (el “Régimen de Contratación Especial”), las contrataciones relacionadas con las Actividades Sustantivas no se regirían por la legislación federal aplicable a las adquisiciones, arrendamientos y servicios del Gobierno Federal Mexicano, sino por las disposiciones que emita el Consejo de Administración (las “Disposiciones Administrativas de Contratación”) las cuales podrían ser modificadas por éste de tiempo en tiempo, conforme a las prácticas internacionales.  
(v)
Para la selección de las compañías con las cuales PEMEX pretendiera celebrar Contratos de Obras y de Servicios, serían aplicables los siguientes métodos: (i) licitación pública mediante una convocatoria publicada en beneficio de todos los interesados que quieran participar con una oferta y que cumplan con los requisitos de experiencia y capacidad señalada por el propio PEMEX, (ii) invitación dirigida a cuando menos tres compañías preseleccionadas, y (iii) contratación directa.
 Lo anterior, con el objeto de que PEMEX pudiera obtener las mejores condiciones en la contratación en cuanto a calidad y precio; éste consistió en un cambio importante en el modelo de contratación petrolera, el cual sirvió como preámbulo para la implementación de un modelo más flexible, dinámico y apegado a los estándares internacionales.
3.2.
Reglamento de la Ley de PEMEX.
El Reglamento de la Ley de PEMEX contenía a su vez elementos adicionales que precisaban aún más el alcance de las disposiciones que podrían contener los Contratos de Obras y Servicios. 
(i)
Se incluyó la definición del término “Proyectos Sustantivos” como aquel conjunto de actividades e inversiones, comprendiendo su diseño y planeación, necesarias para la realización de las Actividades Sustantivas, orientadas a la creación y preservación de valor económico (los “Proyectos Sustantivos”). Con ello se precisó que todas aquellas contrataciones necesarias para la ejecución de los Proyectos Sustantivos y, por lo tanto, no solamente las “Actividades Sustantivas” quedarían también sujetas al Régimen de Contratación Especial.
(ii)
Se estableció la posibilidad para PEMEX de pactar en los Contratos de Obras y Servicios, remuneraciones que se basen en fórmulas o esquemas que permitan obtener un precio cierto y en dinero de conformidad con la legislación civil.
(iii)
Se definió que las remuneraciones de los Contratos de Obras y Servicios deberían fijarse en términos claros a la firma del contrato y podrían establecerse en función del grado de cumplimiento de las metas o de indicadores explícitos y cuantificables, expresados en unidades de medida de uso común en la industria de hidrocarburos, los cuales podrían referirse a productividad, capacidad, reserva incorporada, recuperación de reservas, tiempos de ejecución, costos en los que se incurriera o ahorro en éstos, obtención de economías y otros que redundaran en una mayor utilidad para PEMEX  o que contribuyeran a mejorar los resultados de los proyectos a que se referían dichos contratos.
(iv)
Se indicaba que las remuneraciones de los Contratos de Obras y Servicios podrían condicionarse a la generación de flujo de efectivo de los proyectos a que se referían dichos contratos y que las compensaciones y penalizaciones que se pactaran siempre formarían parte de esas remuneraciones.
(v)
Se precisaba que observando lo dispuesto en las Disposiciones Administrativas de Contratación, los Contratos de Obras y Servicios establecerían los procedimientos para efectuar revisiones y ajustes a las remuneraciones que sean necesarias.
(vi)
Se incluyó la posibilidad para que PEMEX incorporara en los Contratos de Obras y Servicios las mejores prácticas para la administración eficiente de los mismos, previendo los mecanismos contractuales para solucionar los problemas que se presenten durante la ejecución, así como, en su caso, las diferencias y discrepancias surgidas entre las partes. Con la posibilidad también de someter dichas controversias al criterio de peritos o expertos designados directamente por las partes, en los términos y condiciones acordados en el contrato, cuando se trate de diferencias de carácter exclusivamente técnico.
Se nota así la decisión del Estado Mexicano de adaptar el régimen de contratación petrolera para lograr continuar ampliando su base de proveedores y contratistas, tanto a nivel nacional, como internacional, para incrementar su producción petrolera, hacerse de tecnología actualizada y modernizar su infraestructura.
4.
Disposiciones Administrativas de Contratación.
En términos de lo dispuesto por el Artículo 53 de la Ley de PEMEX y los artículos 48, 64 y 66 del Reglamento de la Ley de PEMEX, las Disposiciones Administrativas de Contratación deberían atender los siguientes elementos:

(i)
Los términos en que se llevarían a cabo las licitaciones públicas, las adjudicaciones directas e invitaciones restringidas. 
(ii)
Los requisitos generales de las convocatorias y de las bases de licitación, así como los plazos de las etapas de la licitación y las causas para declararse desiertas.
(iii)
Los mecanismos para la determinación de los precios y sus ajustes, pudiendo considerar, entre otros, el establecimiento de catálogos de precios para la industria petrolera. 
(iv)
Los mecanismos de ajustes a los programas de ejecución, fechas críticas y plazo de ejecución. 
(v)
Las medidas para que los recursos económicos se administraran con eficiencia, eficacia, transparencia y honradez. 
(vi)
En los procedimientos de contratación deberían privilegiarse los principios de transparencia, máxima publicidad, igualdad, competitividad, sencillez y que sean expeditos. 
(vii)
Las contrataciones que se realicen se publicarían en la página electrónica del organismo de que se trate, en términos de lo dispuesto en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 
(viii)
El Comité de Adquisiciones, Arrendamientos, Obras y Servicios o, en su caso, los comités respectivos de los organismos subsidiarios dictaminarían, con base en la justificación que se le presentara para tal efecto por el área requirente, sobre la procedencia de llevar a cabo los procedimientos de invitación restringida o adjudicación directa. 
(ix)
Los casos en que PEMEX se abstendría de recibir propuestas, adquirir, arrendar o celebrar contratos de servicios y obras, entre otras, con las personas que: 
a)
Tuviesen conflicto de intereses con dichos organismos; 
b)
Estuvieran inhabilitadas para ejercer el comercio o su profesión; 
c)
Se encontraran inhabilitadas por la Secretaría de la Función Pública en términos de las disposiciones aplicables; 
d)
Tuviesen incumplimientos pendientes de solventar con dichas paraestatales; 
e)
No se encontraran facultadas para hacer uso de derechos de propiedad intelectual u otros derechos exclusivos, relacionados con las materias a que se refiere este artículo; 
f)
Hubiesen obtenido, de manera indebida, información privilegiada, o  
g)
Utilizaran a terceros para evadir lo dispuesto en esta fracción. 
(xi)
En los procedimientos de contratación, PEMEX debía requerir porcentajes mínimos de contenido nacional para permitir la participación en los mismos, así como establecer preferencias en la calificación y selección, a favor de las propuestas que empleen recursos humanos, bienes o servicios de procedencia nacional, de conformidad con los lineamientos que emitiera el Consejo de Administración. Lo anterior, siempre y cuando existiere suficiencia sobre el aprovisionamiento de los insumos por parte del mercado local y no se afectaran las mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes; Para ello, PEMEX debería hacer efectivas las reservas y porcentajes para el sector energético previstas en los tratados celebrados por el Estado Mexicano. 
(xii)
En las licitaciones nacionales, PEMEX debería adjudicar, en igualdad de circunstancias, a favor de las pequeñas y medianas empresas, con el propósito de fomentar su desarrollo y participación.
(xiii)
La regulación relativa a la celebración de contratos plurianuales de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, cuya ejecución abarcara más de un año, considerando: 
a)
La incorporación de avances tecnológicos; 
b)
Cambios en los costos de los trabajos, conforme a las modificaciones de las condiciones de mercado de los insumos o de los equipos utilizados; 
c)
Modificación de las estipulaciones del contrato en lo relativo a conceptos no previstos y al volumen de trabajos contratados, y  
d)
El reconocimiento de gastos no especificados en el contrato, debidamente justificados. 
(xiv)
Las causas y procedimientos de suspensión, terminación anticipada y rescisión administrativa de los contratos; 
(xv)
Las reglas que PEMEX debería aplicar en materia de procedimientos de contratación, tales como:
a) Realización de actos de promoción con el mercado;
b) Mecanismos de precalificación;
c) Métodos para la evaluación de propuestas;
d) Mecanismos de ofertas subsecuentes de descuento;
e) Condiciones para la substitución de licitantes con anterioridad a la firma del contrato respectivo en los casos de propuestas conjuntas, y
f) Reglas generales a las que se sujetarían las etapas de negociación de precios.
(xvi)
Las reglas que PEMEX debería aplicar en materia de contratos, relativas a:
a) Remuneraciones y compensaciones adicionales, así como sus mecanismos de ajuste;
b) Modificaciones a los contratos;
c) Penas convencionales;
d) Garantías;
e) Límites de responsabilidad;
f) Subcontrataciones;
g) Mecanismos de prevención y resolución de controversias;
h) Cesión, y
i) Finiquitos.
(xvii)
Reglas que facilitaran la implementación de procedimientos de contratación competitivos en términos de costos, trámites y plazos, comparables a las mejores prácticas a nivel internacional. 
(xviii)
Casos en los que participarían los testigos sociales para fortalecer la transparencia, imparcialidad y honradez en los procedimientos de contratación. 
(xix)
Causas, procedimientos y efectos de la rescisión administrativa, terminación anticipada y suspensión parcial o total de los Contratos de Obras y Servicios para las Actividades Sustantivas. El procedimiento de rescisión instaurado sería de naturaleza administrativa y no requeriría de declaración judicial o arbitral. 
(xx)
Cuando se rescindieran administrativamente un contrato de obra, PEMEX debería tomar posesión de la misma y continuar inmediatamente su ejecución, de manera directa o a través de otro contratista. En su caso, se procedería a la evaluación y pago de los gastos derivados como consecuencia de dicho supuesto y que le correspondieran al contratista, siempre que estuvieran debidamente comprobado y relacionado con el cumplimiento, aún parcial, del contrato; en el entendido que cuando mejor conviniera a los intereses de PEMEX, éste podría abstenerse de declarar la rescisión administrativa, para cuyos efectos adoptaría las medidas de control e intervención necesarias que garantizaran la ejecución del objeto contratado.
Las Disposiciones Administrativas de Contratación introdujeron un nuevo catálogo de reglas para lograr mayor transparencia y nuevas modalidades de contratación en materia petrolera, así como mecanismos de retribución y rescisión contractual que otorgaban mayor certeza a las partes contratantes. Se comenzó a crear así para PEMEX un nuevo régimen de contratación especial, excluyéndolo del régimen general de contratación pública. 
II.
El Nuevo Modelo Petrolero de Contratación.
Mediante la Reforma Constitucional, se adicionó el siguiente párrafo séptimo al Artículo 27 de la Constitución, mismo que reitera la prohibición de otorgar concesiones petroleras -introducida en dicho Artículo 27 en el año 1938- y habilita la celebración de contratos petroleros -que se encontraba prohibida en ése mismo Artículo 27 desde el año 1960-:
"Tratándose del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, en el subsuelo, la propiedad de la Nación es inalienable e imprescriptible y no se otorgarán concesiones. Con el propósito de obtener ingresos para el Estado que contribuyan al desarrollo de largo plazo de la Nación, ésta llevará a cabo las actividades de exploración y extracción del petróleo y demás hidrocarburos mediante asignaciones a empresas productivas del Estado o a través de contratos con éstas o con particulares, en los términos de la Ley Reglamentaria. Para cumplir con el objeto de dichas asignaciones o contratos las empresas productivas del Estado podrán contratar con particulares. En cualquier caso, los hidrocarburos en el subsuelo son propiedad de la Nación y así deberá afirmarse en las asignaciones o contratos."
Asimismo, el segundo párrafo del Artículo Cuarto transitorio de la Reforma Constitucional estableció lo siguiente:
"La ley establecerá las modalidades de las contraprestaciones que pagará el Estado a sus empresas productivas o a los particulares por virtud de las actividades de exploración y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos que hagan por cuenta de la Nación.  Entre  otras  modalidades  de  contraprestaciones, deberán regularse las siguientes: I) en efectivo, para los contratos de servicios; II) con un porcentaje de la utilidad, para los contratos de utilidad compartida; III) con un porcentaje de la producción obtenida, para los contratos de producción compartida; IV) con la transmisión onerosa de los hidrocarburos una vez que hayan sido extraídos del subsuelo, para los contratos de licencia, o V)  cualquier  combinación de las anteriores. La Nación escogerá la modalidad de contraprestación atendiendo siempre a maximizar los ingresos para lograr el mayor beneficio para el desarrollo de largo plazo. Asimismo, la ley establecerá las contraprestaciones y contribuciones a cargo de las empresas productivas del Estado o los particulares y regulará los casos en que se les impondrá el pago a favor de la Nación por los productos extraídos que se les transfieran."
Un contrato petrolero es aquél conforme al cual un Gobierno (propietario de los recursos naturales) acuerda (i) otorgar a un privado el derecho para explorar y producir hidrocarburos dentro de un área específica en su territorio, y (ii) pagar a dicho contratista por tomar los riesgos asociados con la exploración y producción (en la mayoría de los casos, sujeto a la condición de que el contratista tenga éxito en la producción).
El interés del contratista al celebrar estos contratos es producir una utilidad (retorno a su inversión) en cantidad suficiente para sus inversionistas para que continúen invirtiendo en él.
Para lograr esto, las utilidades de una inversión petrolera exitosa deben ser suficientes para compensar las pérdidas que se incurran en exploraciones que no sean exitosas en otros lugares.
Gobiernos de países productores de petróleo que han intentado celebrar contratos en los que obligan a los contratistas a asociarse con empresas estatales o a vender al Estado los hidrocarburos resultantes con descuento -reduciendo así las utilidades de éstos- han fallado en atraer inversionistas. Por lo tanto, las coinversiones entre el Estado y los contratistas deben tener el mismo objetivo de rentabilidad y generación de utilidades atractivas a sus inversionistas para que éstos inviertan en las actividades de exploración y producción.
La separación de roles entre los inversionistas, empresas de servicios petroleros y un operador miembro del consorcio que no busque recuperar su inversión a través de la tarifa por operación -sino a través de su interés en la coinversión en la que detenta la mayoría- resulta estratégica para evitar conflictos de interés y tener un contrato petrolero con estándares de medición de resultados objetivos. Otros elementos clave son: 
(i) Punto de venta del hidrocarburo y fórmula para su pago (valor de mercado).
(ii) Separación entre costo de producción, pago de impuestos, recuperación de infraestructura y precio de compra/ contabilidades distintas por servicios y por compraventa de hidrocarburos.
(iii) Definición de los gastos recuperables.
(iv) Plan de trabajo, avalúo independiente y presupuesto.
(v) Comité de administración funcional.
(vi) Derecho de preferencia al prestador de servicios para la compraventa de los hidrocarburos producidos y distinción de relaciones contractuales entre servicios y compraventa de hidrocarburos.
(vii) Mecanismo que permita comprobar que las condiciones de venta son las mejores en comparación con las condiciones de mercado existentes al momento de la venta del hidrocarburo.
(viii) Cláusula de renegociación ante cambio de condiciones.
De esta manera, la Reforma Constitucional en su artículo Cuarto Transitorio, habilitó un nuevo modelo de contratación petrolera que reconoce los principales contratos disponibles a nivel internacional (i) Contratos de Licencia, (ii) Contratos de Producción Compartida, (iii) Contratos de Utilidad Compartida, (iv) Contratos de Servicios (Puro o a Riesgo), o (v) Contratos Mixtos. Adicionalmente, como se describe más adelante, la Reforma Constitucional permite la posibilidad de celebrar contratos de asociación con PEMEX.
El Gobierno de México cuenta así con una amplia gama de posibilidades de contratación, haciendo uso de cada tipo de contrato perolero conforme lo vayan requiriendo sus necesidades. Los contratos de licencia, producción compartida y utilidad compartida son celebrados con la CNH, mientras que los contratos de servicio y asociación son celebrados con PEMEX.
Derivado de la Reforma Constitucional, se aprobaron una nueva Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, Ley de Hidrocarburos, y Ley de Petróleos Mexicanos,
 entre otras, con sus respectivos Reglamentos.
La Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos tiene por objeto establecer el régimen de los ingresos que recibirá el Estado Mexicano derivados de las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos que se realicen a través de las asignaciones y contratos a que se refieren el artículo 27, párrafo séptimo, de la Constitución y la Ley de Hidrocarburos, así como las contraprestaciones que se establecerán en los contratos.
A este respecto, el artículo 3 de la Ley de Hidrocarburos establece que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 25, párrafo cuarto, 27, párrafo séptimo y 28, párrafo cuarto de la Constitución, la Nación llevará a cabo la exploración y extracción de los hidrocarburos, en los términos de esta ley. La exploración y extracción de hidrocarburos en los yacimientos transfronterizos a que se refiere el artículo 1 de esta Ley podrá llevarse a cabo en los términos de los tratados y acuerdos en los que México sea parte, celebrados por el Presidente de la República y ratificados por la Cámara de Senadores; como ya lo disponía la Ley Reglamentaria analizada anteriormente.
A su vez, el artículo 17 de la propia Ley de Hidrocarburos establece que la Secretaría de Energía, con la asistencia técnica de la Comisión Nacional de Hidrocarburos (la “CNH”), establecerá una participación obligatoria de PEMEX u otra empresa productiva del Estado en los contratos para la exploración y extracción en aquellas áreas contractuales en las que exista la posibilidad de encontrar yacimientos transfronterizos. En el supuesto a que hace referencia este artículo, la participación obligatoria será de al menos veinte por ciento de la inversión del proyecto. En caso de que se confirme la existencia de un yacimiento transfronterizo en el área contractual, se estará a lo dispuesto en los convenios de operación respectivos que se pacten con base en los tratados internacionales que México haya suscrito.
La Ley de Hidrocarburos introduce la definición del contrato para la exploración y extracción como el acto jurídico que suscribe el Estado Mexicano, a través de la CNH, por el que se conviene la exploración y extracción de hidrocarburos en un área contractual y por una duración específica.

Por su parte, el artículo 5 de la Ley de Hidrocarburos especifica que las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos, se consideran estratégicas en los términos del párrafo cuarto del artículo 28 de la Constitución; por lo tanto, sólo la Nación las llevará a cabo, por conducto de asignatarios y contratistas, en términos de dicha ley.
A su vez, la misma Ley de Hidrocarburos en su artículo 9 establece que para cumplir con el objeto de las asignaciones que les otorgue el Ejecutivo Federal, PEMEX y las demás empresas productivas del Estado, sólo podrán celebrar con particulares contratos de servicios para las actividades relacionadas con dichas asignaciones, bajo esquemas que les permitan la mayor productividad y rentabilidad, siempre que la contraprestación se realice en efectivo. Dichas contrataciones se llevarán a cabo conforme a lo dispuesto en la Ley de Petróleos Mexicanos o la que regule a la respectiva empresa productiva del Estado.
La nueva Ley de Hidrocarburos reitera que las contrataciones que PEMEX realice se limitarán a contratos de servicios y previendo para tales contratos exclusivamente pagos en efectivo. Es decir, PEMEX no puede celebrar con particulares contratos de las otras diversas modalidades permitidas en la Constitución, las cuales solamente podrán celebrarse con la CNH; así lo aclara el artículo 11 de la Ley de Hidrocarburos al disponer que el Ejecutivo Federal, por conducto de la CNH, observando los lineamientos que al efecto establezcan, en el ámbito de sus competencias, las Secretarías de Energía y de Hacienda y Crédito Público, podrá celebrar contratos para la exploración y extracción y que éstos establecerán invariablemente que los hidrocarburos en el subsuelo son propiedad de la Nación. 
Sin embargo, el artículo 12 de la Ley de Hidrocarburos sí permite que PEMEX y las demás empresas productivas del Estado puedan solicitar a la Secretaría de Energía la migración de las asignaciones de las que sean titulares a contratos para la exploración y extracción. La Secretaría de Energía resolverá lo conducente con la asistencia técnica de la CNH, mientras que corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público establecer las condiciones económicas relativas a los términos fiscales que correspondan, según lo dispuesto en la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos.
Dicha migración de asignaciones a contratos para la exploración y extracción, se puede realizar de la siguiente manera:

i. PEMEX y las demás empresas productivas del Estado podrán celebrar alianzas o asociaciones con personas morales. 
ii. Para las alianzas o asociaciones, la selección del socio de PEMEX o de la empresa productiva del Estado de que se trate, se realizará mediante licitación que represente las mejores condiciones de selección y que más convenga a la Nación, observando las mejores prácticas en materia de transparencia.
iii. La licitación se llevará a cabo por la CNH, y conforme a los lineamientos técnicos y las condiciones económicas relativas a los términos fiscales que al efecto establezcan la Secretaría de Energía y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, respectivamente.
iv. En la elaboración de los lineamientos técnicos del procedimiento de licitación, la Secretaría de Energía solicitará opinión favorable a PEMEX o a la empresa productiva del Estado de que se trate, respecto de los elementos técnicos, financieros, de ejecución y de experiencia que debieran reunir las personas morales que participen en la licitación.
v. Como parte del proceso de precalificación que se lleve a cabo durante la licitación para seleccionar al socio de PEMEX o de la empresa productiva del Estado de que se trate, la CNH deberá solicitar la opinión de PEMEX o de la empresa productiva del Estado de que se trate.
vi. Una vez seleccionado el socio, la CNH procederá a la suscripción o modificación del contrato para la exploración y extracción que al efecto se celebre. 
Asimismo, el Artículo 14 de la de la Ley de Hidrocarburos permite a PEMEX y las demás empresas productivas del Estado celebrar alianzas o asociaciones para participar en los procesos de licitación de contratos para la exploración y extracción, conforme a las disposiciones previstas en la Ley de Petróleos Mexicanos o la que regule a la respectiva empresa productiva del Estado. Dichas alianzas o asociaciones (i) se regirán por el derecho común, y (ii) podrán realizarse bajo esquemas que permitan la mayor productividad y rentabilidad, incluyendo modalidades en las que podrán compartir costos, gastos, inversiones, riesgos, así como utilidades, producción y demás aspectos de la Exploración y la Extracción.
En cuanto al contenido de los contratos para la exploración y extracción, éstos  deberán contar, al menos, con cláusulas sobre: (i) la definición del área contractual; (ii) los planes de exploración y de desarrollo para la extracción, incluyendo el plazo para su presentación; (iii) el programa mínimo de trabajo y de inversión, en su caso; (iv) las obligaciones del contratista, incluyendo los términos económicos y fiscales; (v) la vigencia, así como las condiciones para su prórroga; (vi) la adquisición de garantías y seguros; (vii) la existencia de un sistema de auditorías externas para supervisar la efectiva recuperación, en su caso, de los costos incurridos y demás contabilidad involucrada en la operación del contrato; (viii) las causales de terminación del contrato, incluyendo la terminación anticipada y la rescisión administrativa; (ix) las obligaciones de transparencia que posibiliten el acceso a la información derivada de los contratos, incluyendo la divulgación de las contraprestaciones, contribuciones y pagos que se prevean en el propio contrato; (x) el porcentaje mínimo de contenido nacional; (xi) las condiciones y los mecanismos para la reducción o devolución del área contractual; (xii) la solución de controversias, incluyendo los medios alternativos de solución de conflictos; (xiii) las penas aplicables en caso de incumplimiento de las obligaciones contractuales; (xiv) la responsabilidad del contratista y del operador conforme a las mejores prácticas internacionales, en el entendido que en caso de accidente, no se limitará la responsabilidad del contratista u operador si se comprueba dolo o culpa por parte de éstos, y (xv) la observancia de mejores prácticas internacionales para la operación en el área contractual.

En lo relativo a controversias referidas a los contratos para la exploración y extracción, se podrán prever mecanismos alternativos para su solución, incluyendo acuerdos arbitrales en términos de lo dispuesto en el Título Cuarto del Libro Quinto del Código de Comercio y los tratados internacionales en materia de arbitraje y solución de controversias de los que México sea parte. La CNH y los contratistas no se someterán, en ningún caso, a leyes extranjeras. El procedimiento arbitral en todo caso, se ajustará a lo siguiente: (i) las leyes aplicables serán las leyes federales mexicanas; (ii) se realizará en idioma español, y (iii) el laudo será dictado en estricto derecho y será obligatorio y firme para ambas partes.

La adjudicación de los contratos para la exploración y extracción se llevará a cabo mediante licitación que realice la CNH. Las bases de licitación preverán que el contrato para la exploración y extracción se podrá formalizar con PEMEX, otras empresas productivas del Estado y personas morales, ya sea de manera individual, en consorcio, o asociación en participación, en términos de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos.

1.
Nueva Ley de Petróleos Mexicanos y su Reglamento
Como consecuencia de la Reforma Constitucional, PEMEX se transformó en una empresa productiva del Estado y de propiedad exclusiva del Gobierno Federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios con autonomía técnica, operativa y de gestión, por lo cual se promulgó una nueva Ley de Petróleos Mexicanos (la “Nueva Ley de PEMEX”)
 y su respectivo Reglamento (el “Reglamento de la Nueva Ley de PEMEX”);
 este nuevo marco legal habilita a PEMEX a celebrar los diversos contratos petroleros, conforme a las reglas y modalidades aquí expuestos, siendo aplicables el derecho mercantil y civil de manera supletoria.

El artículo 6 de la Nueva Ley de PEMEX expresamente establece que PEMEX podrá realizar las actividades, operaciones o servicios necesarios para el cumplimiento de su objeto por sí mismo; con apoyo de sus empresas productivas subsidiarias y empresas filiales, o mediante la celebración de contratos, convenios, alianzas o asociaciones o cualquier acto jurídico, con personas físicas o morales de los sectores público, privado o social, nacional o internacional, todo ello en términos de lo señalado en esta Ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables. Sin embargo, consistente con lo expuesto en los párrafos que preceden, PEMEX no podrá celebrar con terceros contratos para la exploración y extracción a que se refieren la Ley de Hidrocarburos y la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, salvo con la CNH, ya sea individualmente o mediante asociación o con participación de particulares; dichas actividades deberán sujetarse a lo dispuesto en los artículos 13 y 14 de la Ley de Hidrocarburos antes referidos.

Como ya lo he mencionado en los párrafos que preceden, PEMEX sí puede celebrar contratos de servicios, obras o adquisiciones, pero el pago de las contraprestaciones a cargo de PEMEX conforme a los mismos siempre se realizará en efectivo.

La Nueva Ley de PEMEX reitera que (i) las adquisiciones, arrendamientos y contratación de servicios y obras se efectuarán, por regla general, por concurso abierto, previa convocatoria pública, (ii) en cualquier caso, los procesos de licitación se deberán llevar a cabo bajo los principios de transparencia, máxima publicidad, igualdad, competitividad y sencillez, y (iii) cuando, por excepción, el concurso abierto no sea idóneo para asegurar las mejores condiciones, se podrán emplear los demás procedimientos que determine el Consejo de Administración.
 
De esta manera, la Nueva Ley de PEMEX remite a las disposiciones de contratación aprobadas por el Consejo de Administración de PEMEX, respecto al contenido de los contratos y procedimiento para la adjudicación de éstos las cuales analizaré más adelante. Sin embargo, la propia Nueva Ley de PEMEX en su artículo 78 prevé los siguientes supuestos de excepción al concurso abierto (pudiendo optar por emplear otros procedimientos que podrán ser, entre otros, de invitación restringida o de adjudicación directa), en los casos en que éste no resulte el idóneo para asegurar las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes de acuerdo con la naturaleza de la contratación, previa determinación de la instancia responsable de dictaminar la excepción al concurso abierto: I. No existan bienes o servicios alternativos o sustitutos técnicamente razonables, o bien, que en el mercado sólo exista un posible oferente. Asimismo, cuando se trate de una persona que posee la titularidad o el licenciamiento exclusivo de patentes, derechos de autor, u otros derechos exclusivos, o por tratarse de obras de arte; II. Cuando se ponga en riesgo la seguridad nacional, la seguridad pública, o la seguridad de la empresa, sus instalaciones industriales y ductos, en los términos de las leyes de la materia; III. Derivado de caso fortuito o fuerza mayor, no sea posible obtener bienes o servicios mediante el procedimiento de concurso abierto en el tiempo requerido para atender la eventualidad de que se trate. En este supuesto las cantidades o conceptos deberán limitarse a lo estrictamente necesario para afrontarla; IV. Se haya rescindido un contrato celebrado a través de concurso abierto, conforme a las disposiciones que dicte el Consejo de Administración; V. Se haya declarado desierto un concurso abierto, siempre que se mantengan los requisitos establecidos en la convocatoria al concurso o en la invitación, cuyo incumplimiento haya sido considerado como causa de desechamiento porque afecta directamente la solvencia de las proposiciones; VI. Existan razones justificadas para la adquisición o arrendamiento de bienes de marca determinada, o circunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adicionales y justificados; VII. Se trate de bienes usados o reconstruidos en los que el precio no podrá ser mayor al que se determine mediante avalúo que practicarán las instituciones de crédito o terceros habilitados para ello conforme a las disposiciones aplicables, expedido dentro de los seis meses previos y vigente al momento de la adjudicación del contrato respectivo; VIII. Se trate de servicios de consultorías, asesorías, estudios de ingeniería o de otra naturaleza, investigaciones o capacitación; IX. Se trate de la adquisición de bienes para su comercialización directa o para someterlos a procesos productivos que realice en cumplimiento de su objeto o fines propios expresamente establecidos en las disposiciones aplicables; X. Se trate de adquisiciones de bienes provenientes de personas que, sin ser proveedores habituales, ofrezcan bienes en condiciones favorables, en razón de encontrarse en estado de liquidación o disolución, o bien, bajo intervención judicial; XI. Se trate de los servicios prestados por una persona física, siempre que éstos sean realizados por ella misma sin requerir de la utilización de más de un especialista o técnico; XII. Se trate de servicios de mantenimiento de bienes en los que no sea posible precisar su alcance, establecer las cantidades de trabajo o determinar las especificaciones correspondientes; XIII. El objeto del contrato sea el diseño y fabricación de un bien que sirva como prototipo para efectuar las pruebas que demuestren su funcionamiento. En estos casos se deberá pactar que los derechos sobre el diseño, uso o cualquier otro derecho exclusivo, se constituyan a favor de la contratante; XIV. Se trate de equipos especializados, sustancias y materiales de origen químico, físico químico o bioquímico para ser utilizadas en actividades experimentales requeridas en proyectos de investigación científica y desarrollo tecnológico, siempre que dichos proyectos se encuentren autorizados por quien determine el Consejo de Administración; XV. Se acepte la adquisición de bienes, la ejecución de trabajos o la prestación de servicios a título de dación en pago; XVI. Los vinculados directamente con la remediación de derrames, emisión de gases tóxicos o peligrosos, vertimiento irregular de hidrocarburos o cualquier otro incidente que ponga en riesgo a los trabajadores, a la población, al medio ambiente o a las instalaciones utilizadas por la empresa, que sean consecuencia de accidentes, sabotajes, robo, otros actos dolosos u otros eventos que requieran de atención inmediata; XVII. Se trate de trabajos que requieran fundamentalmente de mano de obra campesina o urbana marginada, y que se contraten directamente con los habitantes beneficiarios de la localidad o del lugar donde deban realizarse los trabajos, ya sea como personas físicas o morales; XVIII. Los servicios de fedatarios públicos, peritos, servicios jurídicos y de representación en procesos judiciales, arbitrales o administrativos; XIX. En el caso de refacciones o servicios relacionados con la instalación, mantenimiento o conservación de equipos industriales del fabricante original del equipo o maquinaria, a fin de mantener la garantía técnica del mismo; XX. Cuando se trate de la celebración de una asociación o alianza estratégica, o que se lleve a cabo con personas físicas o morales dedicadas a la ingeniería, la investigación y a la transferencia y desarrollo de tecnología, a fin de aplicar las innovaciones tecnológicas en la infraestructura nacional. Lo dispuesto en la presente fracción no será aplicable tratándose de las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos que PEMEX o sus empresas productivas subsidiarias realicen en virtud de un contrato que se le haya otorgado como resultado de la migración de una asignación, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en la Ley de Hidrocarburos; XXI. Se trate de contratación de servicios bancarios, de intermediación bursátil, custodia de valores, o para la constitución de fideicomisos; XXII. Las contrataciones con el propósito de desarrollar innovaciones tecnológicas relacionadas con el objeto de PEMEX, y XXIII. Las contrataciones que lleve a cabo con dependencias y entidades de la administración pública, federal o estatal, así como con sus empresas filiales.
Importante es el requisito establecido en el artículo 79 de la Nueva Ley de PEMEX para que en los procedimientos distintos al de concurso abierto se invitará a personas con posibilidad de respuesta adecuada; que cuenten con la capacidad financiera, técnica, operativa y demás necesarias para dar cumplimiento a los contratos, y que cuenten con experiencia en las actividades o trabajos a realizar. Cuando la contratación se realice mediante invitación restringida, se difundirá en la página de Internet de la empresa contratante, a fin de que cualquier persona pueda enviar información sobre las personas consideradas en la invitación.
Esta Nueva Ley de PEMEX continúa con la tendencia de flexibilizar aún más los esquema de contratación de PEMEX conforme a las prácticas internacionales, garantizando al mismo tiempo la transparencia, permitiendo que su Consejo de Administración disponga las reglas aplicables periódicamente. Sin embargo, la propia Nueva Ley de PEMEX expresamente autoriza que los contratos y, en general, todos los actos jurídicos necesarios para el cumplimiento del objeto de PEMEX podrán incluir cualquiera de los términos permitidos por la legislación mercantil y común.

En este mismo sentido, el artículo 115 de la Nueva Ley de PEMEX dispone que (i) las controversias nacionales en que sean parte PEMEX y sus empresas productivas subsidiarias, cualquiera que sea su naturaleza, serán de la competencia de los tribunales de la Federación, quedando exceptuados de otorgar las garantías que los ordenamientos legales exijan a las partes, aun en los casos de controversias judiciales, (ii) PEMEX y sus empresas productivas subsidiarias podrán pactar medios alternativos de solución de controversias, cláusulas o compromisos arbitrales, en términos de la legislación mercantil aplicable y los tratados internacionales de los que México sea parte, y (iii) tratándose de actos jurídicos o contratos que surtan sus efectos o se ejecuten fuera del territorio nacional, PEMEX y sus empresas productivas subsidiarias podrán convenir la aplicación del derecho extranjero, la jurisdicción de tribunales extranjeros en asuntos mercantiles y celebrar acuerdos arbitrales cuando así convenga al mejor cumplimiento de su objeto.
2.
Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación.
Las Disposiciones Administrativas de Contratación fueron abrogadas por el Consejo de Administración de PEMEX mediante Acuerdo CA-125/2014, de 18 de noviembre de 2014, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2015 y reemplazadas a la fecha de publicación del presente artículo en dos ocasiones más mediante publicaciones en el Diario Oficial de la Federación de fecha 18 de mayo de 2018 y 8 de octubre de 2021 (las “Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación”). 
De forma consistente con los diversos cambios al marco legal de contratación petrolera antes analizados, las Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación ya no distinguen un tratamiento específico para las Actividades Productivas, sino que establecen un régimen general de contratación con la misma tendencia de flexibilización prevista en las Disposiciones Administrativas de Contratación iniciales. Sin embargo, las Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación incluyen un apartado especial para los Contratos de Servicios Integrales de Exploración y Extracción, debido a la necesidad de adaptar éstos a las fórmulas comerciales disponibles a nivel internacional y permitir a PEMEX su uso como el principal mecanismo para incrementar su producción petrolera; dicho apartado establece que:

(i) En los Contratos de Servicios Integrales de Exploración y Producción, atento a cada caso en particular, se deberán prever los mecanismos, términos y condiciones que garanticen que los ingresos provenientes de dichos contratos se destinen, en primer término, a cubrir las erogaciones derivadas de los mismos, con independencia de los demás ingresos obtenidos.
(ii) Tratándose de contratos relacionados con la exploración, extracción y producción de hidrocarburos derivados de asignaciones, la remuneración a que tengan derecho los contratistas deberá pactarse siempre en efectivo.
(iii) Cada Contrato de Servicios Integrales de Exploración y Producción deberá prever, en lo aplicable: I. Que la remuneración está sujeta a la condición suspensiva de la entrega de hidrocarburos por parte del contratista; II. Que el fondeo sea a cargo del contratista; III. Mecanismos e incentivos que promuevan la productividad; IV. Procedimientos de contabilidad y registro financiero, comúnmente utilizados; V. Indicar que el contratista no podrá subcontratar la dirección de las actividades objeto del contrato, y VI. Los demás términos que se requieran, considerando las particularidades de cada caso concreto tomando en cuenta, en todo momento, las mejores prácticas de la industria petrolera internacional.
En general, las Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación reincorporan varios de los Comités creados por las Disposiciones Administrativas de Contratación iniciales, así como las instancias y obligaciones para garantizar la transparencia en contrataciones y contenido nacional previstas en las mismas. Adicionalmente, incluyen el concepto de Nuevo Modelo de Abastecimiento, integrado por mecanismos e instrumentos jurídicos distintos a los utilizados para el abastecimiento tradicional y estratégico, para cubrir las necesidades de negocio de PEMEX y sus empresas filiales.
En relación con los procesos de licitación y contratación, las Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación prevén lo siguiente:
I.
El Consejo de Administración autorizará las Contrataciones siguientes: (a) Las relacionadas con las inversiones que, por su importancia o trascendencia, sean autorizadas por el propio Consejo de Administración, de conformidad con lo que establece la fracción IV del artículo 13 de la Ley, las cuales serán autorizadas conjuntamente con las inversiones, con la información básica o general de las mismas, y (b) Las que considere el Consejo de Administración, a propuesta de su Presidente o de dos Consejeros, o del Director General de Pemex. En estos casos, se enviarán los términos y condiciones básicas o generales de las Contrataciones.
II.
PEMEX deberá abstenerse de considerar propuestas o celebrar contratos con las personas físicas o morales que se encuentren en los supuestos señalados en la fracción VI del artículo 76 de la Ley, así como en los supuestos siguientes: (a) Cuando, por sí o por interpósita persona, hayan sido sancionadas en términos de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y demás normatividad aplicable; (b) Cuando hayan resultado responsables por la comisión de prácticas monopólicas absolutas, conforme a lo resuelto por la autoridad de competencia económica que corresponda; (c) Cuando hayan resultado ganadoras o adjudicadas en un procedimiento de contratación y no hayan firmado el contrato, por causas imputables a ellas; (d) Cuando hayan cometido robo, fraude, cohecho, o tráfico de influencia, en perjuicio de PEMEX, sus empresas filiales, otras empresas productivas del Estado o cualquier otro ente público federal que ejerza recursos públicos, decretado por resolución definitiva por autoridad judicial competente en territorio nacional; (e) Cuando hayan cometido algún delito relacionado con delincuencia organizada o un delito previsto en el Código Fiscal de la Federación, decretado por resolución definitiva por autoridad judicial competente en territorio nacional, aun cuando éste no haya sido en perjuicio de PEMEX, sus empresas filiales, otras empresas productivas del Estado o cualquier otro ente público federal que ejerza recursos públicos; (f) Cuando por causas imputables a ellas mismas, hayan incurrido, durante el año previo al inicio del procedimiento de contratación, ya sea en sus instalaciones o en las de PEMEX, con motivo de la ejecución de un contrato con PEMEX, en algún accidente de trabajo con fatalidad o algún accidente industrial grave; (g) Cuando PEMEX sea condenada a realizar un pago derivado de laudo firme ordenado por las Juntas Locales o Federales de Conciliación y Arbitraje, o Tribunales Laborales, con motivo de un juicio laboral instaurado en contra de PEMEX, por los funcionarios o trabajadores del proveedor, contratista o participante, o de sus subcontratistas, incluyendo sus beneficiarios o causahabientes, siempre y cuando el proveedor, contratista o participante hayan sido oídos en juicio; (h) En caso de que se hayan presentado dos o más propuestas en un procedimiento de contratación a través de una misma persona o dos o más personas y cualquiera de ellas controle a la otra, o cuando se encuentren bajo control común o que su representante sea la misma persona; o (i) Cuando como resultado de la aplicación de la debida diligencia se determine la no viabilidad de celebrar acuerdos comerciales con el tercero.
III.
El análisis de mercado será uno de los elementos para la toma de decisiones en los procedimientos de contratación, basado en información acreditable. El análisis de mercado se deberá registrar, en su caso, en el sistema de contrataciones.
IV.
Los procedimientos de contratación de bienes, arrendamientos, obras y servicios se efectuarán, por regla general, a través de concurso abierto, previa convocatoria pública para que libremente se presente cualquier interesado siempre que reúna los requisitos previstos.
V.
Previo a la publicación de la convocatoria a un concurso abierto, el área de contratación podrá publicar el proyecto de las bases de contratación, a efecto de recibir comentarios que pudieran fortalecer las mismas. Dicha publicación no implicará compromiso alguno de iniciar un procedimiento de contratación.
VI.
El proceso de concurso abierto podrá incluir, entre otras etapas, (a) presentación de muestras, (b) precalificación, (c) ofertas subsecuentes de descuento o subastas, y (d) negociación.
VII.
Las áreas de contratación publicarán la convocatoria y las bases de contratación al concurso abierto en el medio que corresponda. Las bases de contratación deben ser claras y específicas, evitando establecer requisitos innecesarios o que direccionen la adjudicación de los contratos, debiendo privilegiar la libre concurrencia e igualdad entre los participantes.

VIII.
Con base en la magnitud, características y naturaleza de la contratación, la adjudicación del contrato podrá realizarse por el volumen total de la contratación, el total de las partidas, por partida, por grupo de partidas, por abastecimiento simultáneo o cualquier otro mecanismo definido en las bases de contratación. Una vez identificadas las propuestas solventes, se procederá a aplicarles los mecanismos de adjudicación que, para tal efecto, se señalen en las bases de contratación.
IX.
Contra el fallo de adjudicación, procederá el recurso de reconsideración previsto por el Reglamento y ante las instancias competentes en los términos del Estatuto, o bien, la acción jurisdiccional ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.
Conforme a lo dispuesto por el artículo 26 del Reglamento de la Nueva Ley de PEMEX, el recurso de reconsideración, tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar, total o parcialmente y en definitiva, el fallo que adjudique un contrato de adquisición, arrendamiento, servicios u obras. El contrato adjudicado no podrá ser firmado antes de que transcurra el plazo previsto para interponer el recurso de reconsideración.
Las Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación permiten también que en los casos, en que el procedimiento de concurso abierto no resulte idóneo para asegurar las mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, PEMEX podrá optar por emplear otros procedimientos que podrán ser de invitación restringida o de adjudicación directa, entre otros, siempre que se actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 78 de la Nueva Ley de PEMEX ya analizados.

El artículo 38 de las Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación dispone que los modelos de contratos considerarán como mínimo lo siguiente: I. Objeto; II. Plazo; III. Programa de ejecución; IV. Indicadores de cumplimiento y criterios de recepción para verificar y supervisar el cumplimiento de las obligaciones; V. Monto, forma de pago y, en su caso, mecanismo de ajuste a los precios; VI. Garantías; VII. Responsabilidad de las partes incluyendo, cuando aplique, la responsabilidad de los Proveedores y Contratistas respecto de sus subcontratistas; VIII. Propiedad, confidencialidad de la información y protección de datos personales; IX. Propiedad intelectual; X. Relaciones laborales; XI. Previsiones para las modificaciones de los contratos; XII. Esquemas de prevención y resolución de controversias; XIII. Estipulaciones relativas a la cesión de derechos y obligaciones, así como de derechos de cobro; XIV. Representantes de las partes; XV. Condiciones, términos y procedimiento para la aplicación de penas convencionales derivadas del incumplimiento de las obligaciones pactadas; XVI. Periodos para subsanar incumplimientos; XVII. Evento de fuerza mayor; XVIII. Causales de suspensión, su procedimiento y consecuencias; XIX. Causales de rescisión o terminación por incumplimiento, su procedimiento y consecuencias; XX. Causas de terminación anticipada, su procedimiento y consecuencias; XXI. Combate a la corrupción; XXII. Ley aplicable; XXIII. Jurisdicción y, en su caso, mecanismos alternativos para la solución de controversias, reconocidos en la práctica internacional, incluyendo los mecanismos de negociación, mediación y arbitraje; XXIV. Obligaciones a cumplir en materia de contenido nacional, de acuerdo con la naturaleza de la Contratación; XXV. Anticipos; XXVI. Subcontrataciones, debiéndose establecer las medidas necesarias que deberá llevar a cabo el Proveedor o Contratista a efecto de verificar que sus subcontratistas cuenten con la capacidad técnica y económica para cumplir con sus obligaciones,; XXVII. Estipulaciones relativas a la toma de decisiones entre las partes contratantes sobre la ejecución del contrato; XXVIII. Obligaciones relacionadas con la responsabilidad social y ambiental de las partes; XXIX. Procedimiento para finiquitar los contratos, incluyendo la acreditación de los proveedores y contratistas del cumplimento de sus obligaciones fiscales, laborales y de seguridad social durante la ejecución de los mismos; XXX. Obligaciones fiscales; XXXI. La evaluación del desempeño a la cual estará sujeto el Proveedor o Contratista correspondiente; XXXII. La aceptación de parte del Proveedor o Contratista de permitir, entre otras acciones, la realización de revisiones en sitio previstas en las presentes Disposiciones; XXXIII. La obligación de obtener y mantener vigente durante la duración del contrato su registro como Proveedor o Contratista; XXXIV. Auditorías, y XXXV. Cualquier otra estipulación que se requiera.
Finalmente, las Nuevas Disposiciones Administrativas de Contratación incluyen también, en su Título Tercero, diversos artículos para asegurar la integridad, confiabilidad y transparencia en las contrataciones. En resumen, dichos artículos prevén que (i) los proveedores, contratistas y subcontratistas con los que PEMEX pretenda mantener o mantenga una relación comercial, deberán contar con programas de cumplimiento para el desarrollo de sus operaciones, actividades o servicios, (ii) testigos sociales participen en los procedimientos de contratación, (iii) personal de PEMEX participe en capacitaciones de mejora continua y normatividad en materia de cumplimiento legal y de debida diligencia, (iv) el área de contratación de PEMEX suspenda todo procedimiento de contratación en el que advierta actos u omisiones que trasgredan la equidad, transparencia e integridad del referido procedimiento, (v) el área de abastecimiento de PEMEX publique la información de las contrataciones en su portal o en cualquier otro medio de difusión que se establezca y mantenga ésta actualizada, y (vi) el área de abastecimiento, establezca un esquema de indicadores con la finalidad de medir el desempeño del abastecimiento, posibilitar su mejora continua e incrementar su certidumbre, eficiencia, transparencia y competencia.
3.
La Comisión Nacional de Hidrocarburos.
El 28 de noviembre de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos (la “Ley de la CNH”), por medio de la cual se instituyó a la CNH como órgano desconcentrado de la Secretaría de Energía. Posteriormente, derivado de la Reforma Constitucional y con el objeto de otorgarle mayores facultades, así como permitirle la celebración de los contratos petroleros antes mencionados, la CNH se transformó en un órgano regulador coordinado en materia energética dependiente del Poder Ejecutivo Federal, con personalidad jurídica propia y autonomía técnica, operativa y de gestión para emitir sus propios actos y resoluciones; para ello, se expidió una nueva Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética (la “Ley de Órganos Reguladores”),
misma que abrogó la Ley de la CNH.
Específicamente el artículo 38 de Ley de Órganos Reguladores, en su fracción II, habilita a la CNH para licitar y suscribir los contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos.
En este mismo sentido, el artículo 31 de la Ley de Hidrocarburos estable que respecto de los contratos para la exploración y extracción, corresponde a la CNH: I. Proveer asistencia técnica a la Secretaría de Energía en la selección de las áreas contractuales; II. Proponer a la Secretaría de Energía el plan quinquenal de licitaciones de áreas contractuales; III. Emitir las bases que se observarán en el procedimiento de licitación y adjudicación de contratos para la exploración y extracción, lo anterior, siguiendo los lineamientos técnicos y económicos relativos a los términos fiscales que emitan las Secretarías de Energía, y de Hacienda y Crédito Público, respectivamente; IV. Realizar las licitaciones para la adjudicación de los contratos para la exploración y extracción -para la ejecución del proceso de contratación, la CNH será responsable de desarrollar, administrar y publicar la información técnica sobre las áreas contractuales sujetas a licitación-; V. Suscribir los contratos para la exploración y extracción; VI. Administrar y supervisar, en materia técnica, los contratos para la exploración y extracción -la administración y supervisión técnica de los contratos podrán realizarse con el apoyo de auditores o inspectores externos, mediante la contratación de los servicios correspondientes-; VII. Aprobar, en su caso, la modificación, cancelación o terminación de los contratos para la exploración y extracción, conforme a las cláusulas que se prevean en el contrato respectivo y de acuerdo con los lineamientos técnicos y las condiciones económicas relativas a los términos fiscales que al efecto establezcan la Secretaría de Energía y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, respectivamente; VIII. Aprobar los planes de exploración o de desarrollo para la extracción, que maximicen la productividad del área contractual en el tiempo, así como sus modificaciones y supervisar el cumplimiento de los mismos, de acuerdo con la regulación que al respecto emita; IX. Apoyar técnicamente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y al Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo en el ejercicio de sus funciones, en términos de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos; X. Aprobar, en su caso, los programas anuales de inversión y operación de los contratos para la exploración y extracción; XI. Aprobar la cesión del control corporativo o de las operaciones, en términos de lo establecido en el artículo 15 de la Ley de Hidrocarburos y en los lineamientos que al efecto emita, y XII. Las demás que se prevean en los propios contratos para la exploración y extracción y en las leyes aplicables.
A su vez, la CNH debe expedir su Reglamento Interno con el objeto de establecer la estructura orgánica y bases para la operación de la CNH. El más reciente Reglamento Interno de la CNH expedido a la fecha de publicación de este artículo, es el emitido mediante el Acuerdo CNH.E.29.009/19, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de junio de 2019 y reformado mediante publicaciones en el Diario Oficial de la Federación el 25 de octubre de 2019 y 6 de enero de 2021; en éste se describen las diferentes áreas de la CNH involucradas en el proceso de licitación, celebración, seguimiento y monitoreo de los contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos.
De esta manera, los contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos son celebrados y administrados por un órgano autónomo, con experiencia y recursos técnicos que garantiza imparcialidad y el mejor aprovechamiento de los hidrocarburos de México. 
III.
Los Contratos Petroleros de Licencia. 
En esta sección se analiza la validez constitucional de los nuevos Contratos de Licencia Petrolera y se muestran sus diferencias con las Concesiones Petroleras -prohibidas por la Constitución -, así como la evolución histórica de los antecedentes constitucionales relacionados con éstos.
Conforme a lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley de Hidrocarburos, la Secretaría de Energía establecerá el modelo de contratación correspondiente para cada área contractual que se licite o se adjudique en términos de dicha Ley, para lo cual podrá elegir, entre otros, los contratos de servicios, de utilidad o producción compartida, o de licencia.
Derivado de la Reforma Constitucional, la Comisión Nacional de Hidrocarburos organizó diversas licitaciones y celebró Contratos de Licencia Petrolera, con vigencia que puede exceder de 30 años, que despertaron el interés de empresas petroleras nacionales y extranjeras, así como de entidades financieras dispuestas a otorgar financiamiento para la realización de los trabajos asociados y asumiendo importantes riesgos debido a que no existe garantía de éxito en la producción de hidrocarburos.
Dadas las similitudes que parecieran existir entre estos nuevos Contratos de Licencia Petrolera y las Concesiones Petroleras, en esta sección se señalan las diferencias existentes entre ambos, con el objetivo de confirmar la validez constitucional de los Contratos de Licencia que se han venido celebrando por la Comisión Nacional de Hidrocarburos, al no poder ser considerados éstos como Concesiones Petroleras que se encuentran prohibidas por la Constitución.
1.
Desarrollo.
1.1.
Sistemas para definir la propiedad sobre los recursos del subsuelo.
Es necesario partir del análisis de los sistemas existentes en torno a la definición de la propiedad del subsuelo y los recursos naturales existentes en el mismo -siendo el caso de este estudio, el de los hidrocarburos-.
a) Sistema de la accesión.
Este sistema considera los yacimientos de hidrocarburos y minerales como accesorios de la superficie; por lo tanto, el propietario del terreno se convierte por ese título de propiedad en propietario también de dichos yacimientos.

b) Sistema domanial y regalista.
Este sistema considera que el Estado es el titular en exclusiva de los derechos de explotación y aprovechamiento de los recursos naturales del subsuelo, aunque el título de propiedad de la tierra -en el cual éstos se encuentran- sí pertenece a otra persona:
“En el sistema “domanial-regalista, la propiedad de las minas corresponde, en el regalista, originalmente al Soberano, como privilegio fiscal; y en el sistema domanial, al Estado, al que se le atribuye en interés de la colectividad. Se basa en que la propiedad del suelo y del subsuelo son diferentes y que pueden tener diverso titular. Este sistema, que rige actualmente en la mayoría de las legislaciones mineras contemporáneas, es el que más se presta para que el Estado intervenga, regulando la explotación de los recursos naturales y determinando los sujetos más idóneos para llevar a cabo una explotación racional, que redunde en beneficio de la colectividad. Por larga tradición secular, es el que se ha seguido en México para la explotación de las minas, tanto en la época colonial como en la época independiente, salvo lo que se ha dicho para las minas de carbón y de petróleo (1884 a 1917)”.

Efectivamente, en base al Código de Minería de 1884
y el Código Civil entonces vigente,
 en México estuvo en vigor el régimen de la accesión -respecto a los hidrocarburos localizados en el subsuelo-, en virtud del cual el propietario del terreno se convertía por ese título de propiedad en propietario también de éstos, sin necesidad de denuncio ni adjudicación especial. Es más, aún hoy continúa siendo discutible para varios autores la atribución al propietario del terreno no solamente de la superficie, sino también del subsuelo, sin incluir los hidrocarburos;
 mientras que, para otros autores, la Constitución atribuye al Estado la propiedad del subsuelo,
 conceptualización que resulta más que relevante para la ocupación del subsuelo para almacenamiento de hidrocarburos o para otros fines relacionados con la industria de hidrocarburos y la necesidad de obtener o no un título de Concesión para ocupar el subsuelo, dependiendo de a quién se le reconoce ésa propiedad.
Respecto a la promulgación del régimen domanial-regalista por medio de la Constitución de 1917, requiriendo a partir de la misma un título de Concesión para poder extraer hidrocarburos del subsuelo, aunque se fuese propietario del terreno debajo del cual se encontrasen, el autor Miguel S. Macedo opinó lo siguiente:
“Nada hay en la Constitución que revele intención de revivir el derecho feudal ni el del bajo imperio romano, a los cuales pertenecía la enfiteusis, sino que todo demuestra que el cambio que se pretendió introducir y se introdujo en cuanto al régimen de la propiedad fue el de su nacionalización o más propiamente su socialización, menoscabando ya que no aboliendo la propiedad individual, a la que quiso privar de su anterior inviolabilidad”.

Por su parte, Emilio Rabasa opinó que “para poner el atentado al abrigo de todo ataque legal ante los tribunales, la Constitución ha puesto en el artículo 27 que garantiza el derecho individual del Estado, la facultad y aún la obligación de violar los artículos que garantizan los derechos del verdadero individuo”.

Se puede notar entonces, la relevancia que la Constitución introdujo en un momento histórico en el que México atravesaba por un período revolucionario y que marcó durante un siglo no solamente a su industria de hidrocarburos, sino su desarrollo como país. Esta decisión desató una serie de largos litigios y controversias diplomáticas internacionales, así como la instauración de un régimen que concentraba actividades extractivas y de negocios, inhibiendo que particulares invirtieran en las mismas.
Siguiendo esta línea, el Estado Mexicano restringió aún más la participación de particulares en la extracción de hidrocarburos en 1938, a través de una reforma Constitucional en virtud de la cual se prohibieron las Concesiones y en 1960, con otra reforma constitucional, también prohibió los contratos petroleros. Con ello, se aisló a la petrolera estatal de las diversas posibilidades de contratación petrolera vigentes a nivel internacional, frenando y comprometiendo así su desarrollo, crecimiento y consolidación en el largo plazo.
Esta situación provocó también la falta de interés de inversionistas privados en la construcción de infraestructura petrolera necesaria para extraer y procesar los recursos aún abundantes en el subsuelo Mexicano, lo cual se fue reflejando en una serie de leyes secundarias y reglamentos que reservaban dichas actividades también a la petrolera estatal, a partir de las cuales se destinaron recursos públicos para financiar dicha infraestructura.
Derivado de ello, se tiene registro de muy pocos títulos de Concesión otorgados a partir de la Constitución de 1917 y de muy pocos contratos petroleros entre el plazo de 1917 a 1960 en que estaban permitidos.
Nació así una industria de servicios petroleros controlada por la petrolera estatal, en la que solamente existía la posibilidad de celebrar Contratos de Servicios, quedando en manos de la misma la cadena completa de producción y control de la industria petrolera en México.
Desde entonces, nuestra Constitución no permitía el otorgamiento de Concesiones sobre hidrocarburos, sino solamente el otorgamiento de Asignaciones Petroleras a las hoy denominadas Empresas Productivas del Estado -que son propiedad de y controladas por el Gobierno Federal-.
Esta opción es confirmada por otros autores, tales como Oscar Morineau, para quien la interpretación que debe realizarse del párrafo cuarto del Artículo 27 Constitucional, es la siguiente:
“[…] el principio de la inalienabilidad obliga al Gobierno a conservar todo el dominio que tiene la Nación y a no otorgar ninguna clase de dominio mediante la Concesión.
Tratándose del subsuelo minero y petrolero y de los demás bienes del dominio público mencionados en el párrafo quinto de artículo 27, ambos principios comentados son absolutos, supuesto que no les es aplicable el artículo 16 de la Ley de Bienes Nacionales, o sea la facultad del Gobierno de desincorporarlos del dominio de la Nación, por lo que jamás serán prescriptibles o enajenables. Por lo expuesto, no es aplicable a México la doctrina extranjera que sostiene (con toda razón cuando se refiere a la legislación extranjera que comenta) que  el  dominio  de  la  Nación es enajenable si se lleva a cabo la transmisión mediante un acto administrativo y es inalienable si se pretende hacer la transmisión mediante actos del derecho privado”.

2.
Concepto de Contrato y Concesión.
Para la legislación civil Mexicana, un contrato es el acuerdo de dos o más personas para producir o transferir obligaciones y derechos.

Vemos así que los contratos son eminentemente actos consensuales que nacen, se modifican y extinguen de mutuo acuerdo, conforme las reglas previstas para ellos tanto en la legislación civil como comercial, así como por las disposiciones pactadas por las partes que lo celebran y que se hacen constar en ellos.
Para el autor Alfonso Nava Negrete, la Concesión es el acto administrativo a través del cual la administración pública, como concedente, otorga a los particulares, como concesionarios, el derecho para explotar un bien propiedad del Estado o para explotar un servicio público.
  
La Concesión no implica un acuerdo de voluntades que tenga por objeto producir o transferir obligaciones y derechos, sino que se trata de un acto por el cual el Estado encomienda a los particulares la explotación de algún bien público o la prestación de un servicio público, esta distinción que parece tan básica es trascendente para efectos jurídicos, debido a que el régimen legal que le aplica a una Concesión es muy distinto al que le aplica a los Contratos. No obstante, en ciertas Concesiones el particular sí tiene la posibilidad de convenir con el Estado algunas condiciones a ser contenidas en la concesión, razón por la cual algunos doctrinarios y jueces las han equiparado a los contratos.
Así lo distingue también el propio Alfonso Nava Negrete:
"La Concesión administrativa es una decisión de la administración pública regida por la ley. Es posible que el Concesionario llegue a convenir con la administración en algo del contenido de la Concesión: como lo es su régimen de tarifas, y a esto se debe que la doctrina piense que la Concesión es un verdadero Contrato y no una simple decisión unilateral del poder público. Pero aceptada la sola voluntad de la administración o ésta y la del Concesionario, como origen y naturaleza de la Concesión, es cierto que esas voluntades no se producen con absoluta libertad sino que están sometidas a las reglas de la ley de la Concesión, que imprime cierta índole reglamentaria a esta última. En definitiva, la Concesión administrativa aparece en la legislación administrativa como decisión casi exclusiva del poder público. El Concesionario se subordina a las reglas de la ley que rige la Concesión y se adapta a casi todas las condiciones que se fijan para y en el otorgamiento de la misma por la autoridad administrativa".

Coincido con lo expuesto por el referido autor, dado que en el otorgamiento unilateral por el Estado de una Concesión no existe un acuerdo de voluntades, independientemente de que ciertas contraprestaciones económicas del título correspondiente sean negociadas y fijadas de mutuo acuerdo antes de su otorgamiento por el Estado.
Las Concesiones, como lo he señalado, tienen por objeto permitir al Concesionario la explotación de un bien propiedad del Estado o la prestación de un servicio público a terceros; en el caso de los Contratos de Licencia no se tiene ninguno de esos dos fines, sino la prestación de un servicio al Estado, en virtud del cual el contratista recibe una contraprestación en especie y que comparte también con el Estado en un porcentaje, además de liquidar los impuestos y otros pagos a su cargo en los términos previstos en el propio Contrato de Licencia Petrolera.
Para lograr aclarar aún más estas distinciones, analizaré a continuación la clasificación de Concesiones para (i) servicios públicos prestados a terceros por cuenta del Estado, y (ii) dominio de recursos naturales.
Respecto a las Concesiones para servicios públicos, autores como Raúl E. Dumm, consideran que éstas sí son Contratos conforme a lo siguiente:
"Su rasgo característico consiste en delegar en un Concesionario aquella parte de la autoridad del Estado o de sus cuerpos administrativos reputada indispensable para hacer efectiva, dentro de ciertas bases establecidas por la misma Concesión o por los principios del Derecho Administrativo, la remuneración de los capitales puestos a contribución en la realización de la empresa pública".

Para lograr ese objetivo, el referido autor considera que se crean deberes y derechos a cargo y a favor del Concesionario, determinados por el contenido del acto jurídico de Derecho Público cuya bilateralidad y acuerdo de voluntades entre el poder público Concedente y el particular Concesionario, la convierten en un Contrato de Derecho Público y, en específico, en un Contrato de Derecho Administrativo.

Alberto Vásquez del Mercado atribuye la anterior clasificación a la doctrina Italiana - Hugo Forti y Arnaldo de Valles-, para la cual las Concesiones se explican de dos diferentes maneras:
“Para unas, acepta la teoría unilateral y las designa con el nombre de Concesiones unilaterales, adscribiendo dentro de ellas las que tienen por objeto la explotación de los recursos naturales; para las de la segunda categoría, busca su fundamento en la convención de las partes, es decir, en la tesis contractual. A éstas les da el nombre de Concesiones bilaterales y encaja dentro de ellas a las Concesiones de servicios públicos.”

Este análisis es congruente con nuevas modalidades contractuales conforme a las cuales el Estado le delega a un contratista privado la prestación de servicios públicos, tales como las Asociaciones Público Privadas. Éstas se definen como aquéllas que se realicen con cualquier esquema para establecer una relación contractual de largo plazo, entre instancias del sector público y del sector privado, para la prestación de servicios al sector público, mayoristas, intermediarios o al usuario final y en los que se utilice infraestructura proporcionada total o parcialmente por el sector privado con objetivos que aumenten el bienestar social y los niveles de inversión en el país.

No obstante, ello no significa que las Concesiones respecto a los recursos naturales sean también contratos. A ellas les aplica el régimen de Concesiones unilaterales-no asimilables a contratos conforme a lo antes expuesto-, teniendo por objeto transferir el dominio sobre dichos recursos naturales para su explotación.
Miguel S. Macedo nos confirma esta postura respecto a la transferencia temporal de los recursos naturales al otorgarse Concesiones, pero matiza en el sentido que al tener la Nación un dominio que es inalienable, carece del ius abutendi, por lo que solamente puede Conceder ésos bienes temporalmente, bajo la condición de explotarlos.
 Esta situación no se presenta en los Contratos de Licencia en materia petrolera, en donde no existe transmisión temporal de los recursos naturales existentes en el subsuelo, sino transmisión onerosa de éstos una vez que han sido extraídos del subsuelo.
En este sentido Oscar Morineau afirmaba que, al Constituyente de 1917, no le interesaba que la Nación conservara el dominio para siempre sino simplemente la forma de transmitirlo;
 así le permitía al Gobierno Federal transmitir "el subsuelo" mediante Concesiones, pero no a través de contratos de derecho privado. Consistente con este análisis no resulta constitucionalmente posible transmitir la propiedad de recursos existentes en el subsuelo para su explotación si no es mediante Concesión; sin embargo, al prohibir la propia Constitución el otorgamiento de Concesiones, eso no significa -como lo menciona Morineau- que la Nación deba conservar el dominio sobre los hidrocarburos para siempre sino que habilita al Estado a celebrar Contratos para llevar a cabo las actividades de exploración y extracción, con el propósito de proporcionarle ingresos que contribuyan al desarrollo de la Nación.

Por lo tanto, no es posible homologar las Concesiones a los Contratos de Licencia en materia petrolera, dado que éstos últimos tienen como objeto encomendar al contratista la realización de diversas actividades petroleras definidas en éstos, con la condición de compartir con el Estado cierto porcentaje del producto de la venta de los hidrocarburos producidos y previo pago de las diversas contraprestaciones a cargo del Contratista en favor del Estado previstas en el propio contrato, así como los impuestos especiales previstos en la legislación fiscal en materia de hidrocarburos.
En este sentido, el autor Daniel Johnston sostiene que los países con tradición anglosajona -como los Estados Unidos de América- permiten el otorgamiento  Concesiones, en donde se transfiere al privado la propiedad de los hidrocarburos localizados en el subsuelo, teniendo derecho a disponer de la misma; mientras que en países de tradición civilista -como el caso de México-, el Estado es quien retiene la propiedad de dichos hidrocarburos ubicados en el subsuelo y comparte un porcentaje de los ingresos provenientes de su extracción y comercialización con las empresas contratistas con quienes celebra Contratos para tales efectos.

3.
Cláusulas del Contrato de Licencia Petrolera.
Los Contratos de Licencia Petrolera se rigen por la Ley de Hidrocarburos y el Reglamento de ésta, así como por las disposiciones contenidas en el clausulado de éstos; sin embargo, para los efectos de su ejecución será aplicable, supletoriamente y en lo que no se oponga a dicha Ley y su Reglamento, la legislación mercantil y el derecho común.

Por lo tanto, son también Contratos de Derecho Público/ Derecho Administrativo, pero al mismo tiempo con ciertas cláusulas que los distinguen de las Concesiones.
En este apartado analizaré las cláusulas de los Contratos de Licencia que se han venido celebrando por la CNH, que me parecen más representativas para mostrar su naturaleza particular y distinta a la de las Concesiones.
3.1.
Objeto del Contrato de Licencia.
Su objeto es la realización de ciertas actividades petroleras definidas en el propio Contrato, en virtud de lo cual se otorga al Contratista el derecho de extraer a su exclusivo costo y riesgo los hidrocarburos propiedad del Estado en el área contractual definida también en el contrato mismo. En tal virtud, el Contratista tendrá derecho a la transmisión onerosa de los hidrocarburos producidos, siempre que, conforme a los términos del Contrato, se encuentre al corriente en el pago de las contraprestaciones del Estado que se señalan más adelante.
3.2.
No otorgamiento de derechos de propiedad.
El Contrato expresamente señala que éste no confiere al Contratista derecho de propiedad alguno sobre los hidrocarburos en el subsuelo, los cuales son y permanecerán en todo momento propiedad de la Nación.
Ésta me parece la diferencia más importante con las Concesiones, debido a que la propiedad del Estado de los hidrocarburos, mientras se encuentren en el subsuelo, es inalienable y no transferible para efectos de su explotación; solamente es hasta que son extraídos cuando el Gobierno puede transmitir la propiedad y no a través de Concesiones para su explotación -que implica el derecho a extraer y apropiarse recursos del subsuelo-.

3.3.
Comercialización de la producción por el Contratista.
El Contratista podrá comercializar los hidrocarburos por sí mismo o a través de cualquier otro comercializador, en el entendido de que si se comercializan en territorio mexicano el comercializador deberá contar con registro ante la Comisión Reguladora de Energía.
3.4.
Contraprestación del Estado. Comercialización de la producción por el Contratista.
Las contraprestaciones mensuales del Estado estarán integradas por: (a) cuota contractual para la fase exploratoria; (b) regalías; y, (c) porcentaje del valor contractual de los hidrocarburos.
3.5.
Contraprestación del Contratista.
La contraprestación mensual del Contratista, corresponderá a la transmisión onerosa de los hidrocarburos siempre que, conforme a lo establecido en el contrato, el Contratista esté al corriente en el pago de las contraprestaciones del Estado ya señaladas.
3.6.
Rescisión administrativa, rescisión contractual y terminación anticipada.
El contrato prevé expresamente estas tres posibilidades de terminación, siendo la rescisión administrativa la única que se asemeja a la revocación de una Concesión, mientras que las otras dos -rescisión contractual y terminación anticipada- son típicas de cualquier contrato y acordadas entre ambas partes como supuestos de disolución de su relación contractual e indemnización por ese hecho por concepto de responsabilidad.
En caso de que la CNH rescinda el contrato, el Contratista deberá pagar las penas convencionales pactadas en el mismo o los daños y perjuicios directos fijados conforme a la legislación civil, causados como resultado del incumplimiento a que dé lugar a la rescisión.
Ésta es otra cláusula típica de un acuerdo de voluntades que causa responsabilidades por la naturaleza contractual del mismo y responsabilidades que nacen de su incumplimiento, que no se presenta en el caso de las Concesiones.
3.7.
Solución de controversias.
Las controversias relacionadas con la rescisión administrativa deberán ser resueltas exclusivamente ante los Tribunales Federales en México, lo cual es similar en el caso de las Concesiones; sin embargo, el Contratista podrá iniciar un procedimiento ante un tribunal arbitral para que se determine la existencia de daños y, en su caso, su cuantificación, que resulten de una causal o causales de rescisión administrativa consideradas infundadas por los Tribunales Federales de forma definitiva, lo cual no es típico en el caso de Concesiones.
Cualquier otra controversia que surja del contrato o que se relacione con el mismo deberá ser resuelta mediante arbitraje -lo cual no es típico en el caso de Concesiones-.
IV. Nueva Reforma Constitucional.
El 31 de Octubre de 2024, se publicó en el Diario Oficial de la Federación una nueva reforma constitucional (la “Nueva Reforma Constitucional”), que no modifica la posibilidad de celebrar los contratos petroleros previstos en la Reforma Constitucional;
 el propósito de esta Nueva Reforma Constitucional es transformar a PEMEX en una empresa pública del Estado: 
Artículo 25, quinto párrafo: “Tratándose de la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, y del servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, así como de la exploración y extracción de petróleo y demás hidrocarburos, la Nación llevará a cabo dichas actividades en términos de lo dispuesto por los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de esta Constitución. En las actividades citadas la ley establecerá las normas relativas a la administración, organización, funcionamiento, procedimientos de contratación y demás actos jurídicos que celebren las empresas públicas del Estado, así como el régimen de remuneraciones de su personal, para garantizar su eficacia, eficiencia, honestidad, productividad, transparencia y rendición de cuentas, y determinará las demás actividades que podrán realizar”.
Artículo 27, séptimo párrafo: “Tratándose del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, en el subsuelo, la propiedad de la Nación es inalienable e imprescriptible y no se otorgarán concesiones. Con el propósito de obtener ingresos para el Estado que contribuyan al desarrollo de largo plazo de la Nación, ésta llevará a cabo las actividades de exploración y extracción del petróleo y demás hidrocarburos mediante asignaciones a empresas públicas del Estado o a través de contratos con éstas o con particulares, en los términos de la Ley Reglamentaria. Para cumplir con el objeto de dichas asignaciones o contratos las empresas públicas del Estado podrán contratar con particulares. En cualquier caso, los hidrocarburos en el subsuelo son propiedad de la Nación y así deberá afirmarse en las asignaciones o contratos”.
Como se puede observar en estos artículos, esta Nueva Reforma Constitucional reitera la posibilidad de celebrar contratos con particulares, así como el principio de que la Nación mantiene la propiedad de los hidrocarburos en el subsuelo:
Artículo 28, cuarto párrafo: “No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: correos, telégrafos y radiotelegrafía; minerales radiactivos, litio y generación de energía nuclear; el servicio de Internet que provea el Estado; la planeación y el control del sistema eléctrico nacional, cuyos objetivos serán preservar la seguridad y autosuficiencia energética de la Nación y proveer al pueblo de la electricidad al menor precio posible, evitando el lucro, para garantizar la seguridad nacional y soberanía a través de la empresa pública del Estado que se establezca; así como el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, y la exploración y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos, en los términos de los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de esta Constitución, respectivamente; así como las actividades que realicen las empresas públicas del Estado y las que expresamente señalen las leyes que expida el Congreso de la Unión. La comunicación vía satélite y los ferrocarriles, tanto para transporte de pasajeros como de carga, son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en los términos del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la seguridad y la soberanía de la Nación, y al otorgar asignaciones, concesiones o permisos mantendrá o establecerá el dominio de las respectivas vías de comunicación de acuerdo con las leyes de la materia”. 
Al calificar ahora a PEMEX como “empresa pública”, ésta tendrá de manera exclusiva la participación en “áreas estratégicas”; el dictamen de aprobación de la Nueva Reforma Constitucional hace referencia a un concepto similar en una reforma constitucional de los 80s, con el objetivo que “el gobierno federal mantenga la propiedad y el control sobre los organismos con que cuenta para atender las áreas estratégicas de la economía, reemplazando así el concepto previo de empresas productivas del Estado”.
La actividad estratégica que se le reserva a PEMEX en el artículo 28 es la exploración y extracción de petróleo y demás hidrocarburos, “así como las actividades que realicen las empresas públicas del Estado y las que expresamente señalen las leyes que expida el Congreso de la Unión” (refiriéndose a las que realice PEMEX), para que se consideren actividades de interés social y de interés público.
Como consecuencia de esta Nueva Reforma Constitucional se abrogaron la Nueva Ley de PEMEX y Ley de Hidrocarburos, las cuales fueron sustituidas por las nuevas Ley de la Empresa Pública del Estado, Petróleos Mexicanos y Ley del Sector Hidrocarburos.

Adicionalmente, se reformaron también algunos artículos de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, 
 dentro de los cuales destaca la reforma a su artículo 39 para fijar un derecho petrolero, ajustado según la región fiscal y el precio del hidrocarburo, equivalente a (i) una tasa del 30% del valor de los hidrocarburos extraídos, y (ii) una tasa del 11.6264% del valor del gas natural no asociado extraído.
En cuanto a la CNH, el 20 de diciembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma constitucional al artículo 28, mediante la cual se extinguieron varios organismos autónomos, incluyendo a la CNH.  En consecuencia, se abrogó la Ley de la CNH; las funciones que dicha Comisión ejercía, se transfirieron a la Secretaría de Energía, incluyendo aquellas relacionadas con los contratos petroleros.
1.
Ley de la Empresa Pública del Estado, Petróleos Mexicanos.
No obstante la nueva naturaleza de PEMEX como empresa pública del Estado, ésta continúa teniendo la posibilidad de celebrar contratos con su propio régimen de contratación, en términos similares a aquéllos permitidos en la abrogada Nueva Ley de PEMEX. Inclusive, las nuevas Ley de la Empresa Pública del Estado, Petróleos Mexicanos y Ley del Sector Hidrocarburos, incorporan una modalidad más de asociación y contratación para PEMEX, denominado “esquema para desarrollo mixto”.
Las principales disposiciones de la Ley de la Empresa Pública del Estado, Petróleos Mexicanos, en materia de contratación petrolera, son las siguientes:
(i)
Se reitera que PEMEX puede realizar las actividades, operaciones o servicios necesarios para el cumplimiento de su objeto por sí misma o a través de sus empresas filiales mediante la celebración de contratos, convenios, alianzas o asociaciones o cualquier acto jurídico, con personas físicas o morales de los sectores público, privado o social, nacional o internacional.

(ii)
Se permite a PEMEX y sus empresas filiales celebrar contratos con particulares o esquemas para desarrollo mixto, incluyendo modalidades que les permitan asociarse o compartir costos, gastos, inversiones, riesgos y demás aspectos de las actividades de las que sean titulares. Las personas con las que PEMEX celebre actos o contratos, en ningún caso tienen derecho a registrar como activos propios las reservas petroleras que pertenecen en exclusiva a la Nación. 

(iii)
Se faculta a PEMEX realizar las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos, conforme a lo siguiente: (a) si las actividades se realizan al amparo de una asignación para desarrollo propio puede celebrar todo tipo de contratos, entre otros, de obras o servicios para la mejor ejecución y operación de la asignación; (b) si las actividades se realizan al amparo de una asignación para desarrollo mixto en las que se requiera complementar capacidades, puede celebrar contratos mixtos en la asignación, y (c) si las actividades se realizan por virtud de un contrato para la exploración y extracción de hidrocarburos: (1) en los casos en que PEMEX realice la actividad de manera exclusiva, sin que para tales efectos celebre una asociación o alianza con terceras personas, no puede hacerlo a través sus empresas filiales, y (2) en los casos en que PEMEX forme parte de una asociación en participación o consorcio, puede hacerlo a través de sus empresas filiales, de empresas en las que tenga participación minoritaria o mediante las demás formas de asociación permitidas conforme a la Ley del Sector Hidrocarburos, la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos y demás disposiciones aplicables.
2.
Ley del Sector Hidrocarburos.
Esta Ley del Sector de Hidrocarburos, incorpora las siguientes definiciones:

Asignación para Desarrollo Mixto: Acto jurídico administrativo mediante el cual la Secretaría de Energía otorga exclusivamente a PEMEX el derecho para realizar actividades de exploración y extracción de hidrocarburos en el área de asignación, por una duración específica, y en la cual PEMEX complementa sus capacidades técnicas, operativas, financieras o de ejecución con el apoyo de Participantes.
Asignación para Desarrollo Propio: Acto jurídico administrativo mediante el cual la Secretaría de Energía otorga exclusivamente a PEMEX el derecho para realizar actividades de exploración y extracción de hidrocarburos en el área de asignación, por una duración específica, y en la cual realizará las actividades con sus propias capacidades.
Contrato Mixto: Acuerdo de voluntades entre PEMEX y uno o más Participantes, que establece los términos y condiciones para que realicen actividades inherentes a una Asignación para Desarrollo Mixto, por medio del cual se regula, entre otros aspectos, el interés de participación, la cooperación, los riesgos, los derechos y obligaciones sobre los activos, pasivos y contraprestaciones, así como el mecanismo para acordar las decisiones técnicas, operativas y presupuestales en la operación de las partes involucradas.
Participante: Persona Moral que complementa las capacidades técnicas, operativas, de ejecución o financieras de PEMEX, en la realización de las actividades de exploración y extracción previstas en una Asignación para Desarrollo Mixto, en los términos pactados en el Contrato Mixto.
De esta forma, la legislación petrolera de México, habilita el esquema de contratación conocido a nivel internacional como “farm-out”, permitiendo a PEMEX asociarse con inversionistas privados para la producción petrolera en términos de los contratos que celebren para tales efectos. En estas Asignaciones para Desarrollo Mixto, PEMEX mantiene el derecho exclusivo sobre la Asignación, y no puede transferir, ceder u otorgar este derecho a terceros por ningún motivo. En el Contrato Mixto se debe convenir la forma en que se lleven a cabo las actividades. PEMEX puede realizar, de manera excepcional, aportaciones conforme se establezca en el Contrato Mixto, previa autorización de su Consejo de Administración.

La Secretaría de Energía es la encargada de otorgar las a PEMEX las Asignaciones para Desarrollo Propio
 y Asignaciones para Desarrollo Mixto. 

Los Contratos Mixtos se regirán conforme a la legislación mercantil y el derecho común
 y deberán contener, por lo menos, lo siguiente:
(a) objeto; (b) plazo o vigencia; (c) designación del operador petrolero; (d) interés de participación de las partes, en porcentaje;
 (e) límite de recuperación de costos;
 (f) contraprestaciones, que pueden ser determinadas en porcentaje de la producción o de la utilidad derivada de la venta de la producción; (g) garantías y seguros; (h) elaboración y aprobación de la propuesta de planes y programas de exploración y de desarrollo para la extracción; (i) responsabilidad de las partes y determinación del operador petrolero; (j) condiciones para su modificación; (k) condiciones para la cesión de derechos y obligaciones y cambio de control operativo; (l) mecanismos de solución de controversias y jurisdicción aplicable; (m) cláusulas de salida, de terminación y anticorrupción; (n) integración, funcionamiento y facultades del Comité Operativo; (o) reglas para la toma de decisiones técnicas y operativas; (p) mecanismos de control de costos, mínimos y máximos; (q) auditoría para la revisión y autorización de los costos, y (r) reglas relativas al abandono y remediación.
3.
Lineamientos de los Esquemas para Desarrollo Mixto de la Empresa Pública del Estado, Petróleos Mexicanos.
Al establecer el Artículo 37 de la Ley del Sector Hidrocarburos, que la Secretaría de Energía solamente de manera excepcional, puede celebrar contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos,
 se busca impulsar la celebración de este nuevo tipo de Contratos Mixtos que podrían ser usados de forma generalizada.
Por ello, el Consejo de Administración de PEMEX en su sesión celebrada el 22 de abril de 2025, emitió el acuerdo número CA-025/2025, por medio del cual aprobó los "Lineamientos de los Esquemas para Desarrollo Mixto de la Empresa Pública del Estado, Petróleos Mexicanos" (los “Lineamientos para Desarrollo Mixto”).

Las principales disposiciones en materia de contratación, contenidas en los Lineamientos para Desarrollo Mixto, son las siguientes: 
(i) PEMEX debe llevar a cabo el procedimiento de selección del Participante que represente las mejores condiciones para la Nación y para PEMEX.
(ii) Por regla general, el procedimiento de selección del Participante debe realizarse a través de licitación pública y, de manera excepcional, mediante invitación restringida, procedimiento competitivo de adjudicación o adjudicación directa.
(iii) En el procedimiento de selección del Participante, una vez evaluadas las propuestas y previo al fallo, pueden utilizarse mecanismos tales como propuestas subsecuentes, entre otros, para obtener las mejores condiciones para la Nación.
(iv) Los Esquemas para Desarrollo Mixto deben demostrar sus beneficios económicos y considerar, entre otros, sinergias operativas para maximizar la producción, optimizar recursos, reducir costos y mejorar la rentabilidad, mediante la integración eficiente de procesos, eficiencia técnica o de costos.
(v) La evaluación económica debe considerar la recuperación de costos, conforme a la normativa aplicable, cuyo monto puede ser hasta por el 30% (treinta por ciento) del valor de los ingresos obtenidos, o hasta por el 40% (cuarenta por ciento), cuando el Consejo de Administración lo haya autorizado, previa aprobación de la Secretaría de Energía.
(vi) Los costos del Esquema para Desarrollo Mixto solo pueden ser recuperados por las partes, a través de los ingresos que genere el Contrato Mixto.
(vii) Pemex puede realizar aportaciones de manera excepcional, conforme se establezca en el Contrato Mixto, previa autorización de su Consejo de Administración.
(viii) Se puede establecer que la contraprestación sea en especie.
(ix) Se puede establecer un mecanismo de ajuste derivado de las variaciones que puedan existir durante la vigencia del Contrato Mixto relacionadas con el precio del hidrocarburo, de los volúmenes de producción generados o una combinación de ambas.
V. Conclusiones.
1. El hecho que el Contrato de Licencia Petrolera contenga algunas características que son similares a las de las Concesiones, no implica que tengan la misma naturaleza jurídica.
2. En la doctrina jurídica internacional existe consenso respecto al tratamiento de Concesiones de servicios públicos como acuerdos de voluntades, es decir, contratos; pero en tratándose de Concesiones de recursos naturales, éstos se consideran como actos unilaterales del Estado regidos por el derecho administrativo y no como contratos.
El Código de Minería de 1884 y el Código Civil entonces vigente, contemplaban el principio de la accesión, en virtud del cual el propietario del terreno se convertía por ese título de propiedad en propietario también de los yacimientos de hidrocarburos disponibles en el subsuelo.
3. La Constitución de 1917 modificó este régimen, para implementar el denominado régimen "domanial y regalista", reservando a la Nación la propiedad de los hidrocarburos disponibles en el subsuelo y respetando el título de propiedad de la tierra, en cuyo subsuelo éstos se encuentran, perteneciente a otra persona. No obstante, la Constitución sí preveía la posibilidad de otorgar títulos de Concesión a privados sobre dichos hidrocarburos; sin embargo, se tiene registro de muy pocos títulos de Concesión otorgados a partir de ese cambio de régimen.
4. Para autores como Rabasa, la Constitución de 1917 al eliminar el régimen de accesión e implementar la necesidad de obtener Concesiones para extracción de hidrocarburos, no fue protectora de los derechos individuales, porque su espíritu fue "anticapitalista y antiextranjerista".

5. El Estado Mexicano restringió aún más la participación de particulares en la extracción de hidrocarburos en 1938, a través de una reforma Constitucional en virtud de la cual se prohibieron las Concesiones y los contratos petroleros con la reforma de 1960.
6. Salvo por asignaciones exclusivas para Empresas del Estado, en materia de hidrocarburos México no ha vuelto a implementar el régimen de accesión ni el de Concesiones, sino que su Constitución permite la posibilidad para el Estado de celebrar contratos, ya sea del tipo (i) servicios, (ii) producción compartida, (iii) utilidad compartida, (iv) licencia, o (v) una combinación de los anteriores. También ha incluido en su legislación el esquema de contratación conocido a nivel internacional como “farm-out”, permitiendo a PEMEX asociarse con inversionistas privados para la producción petrolera en términos de los denominados “Contratos Mixtos”, que celebren al amparo de Asignaciones para Desarrollo Mixto.
7. Estos contratos no tienen la misma naturaleza jurídica que las Concesiones, por lo que se rigen por las disposiciones contractuales acordadas entre el Estado y los contratistas, así como por las diversas leyes, reglamentos y disposiciones aplicables a los mismos por su especialidad ya analizados.
8. Con la incorporación de todos estos nuevos modelos de contratos, ampliamente desarrollados en la práctica internacional desde hace varias décadas en todos los países productores de petróleo, se busca actualizar en México esta práctica de contratación conforme a estándares internacionales y cumplir, al mismo tiempo, con la restricción Constitucional que prohíbe otorgar Concesiones en materia de hidrocarburos.
9. Por lo anterior, los Contratos de Licencia no son Concesiones, pues éstas están prohibidas por la Constitución y aquéllos están expresamente permitidos por la misma, por tratarse de un instrumento contractual que no cede la propiedad de los hidrocarburos localizados en el subsuelo. En virtud de un Contrato de Licencia, el contratista no puede comprometer ni disponer de dicha propiedad, como sí sucede en el régimen de Concesión sobre recursos naturales en general, una vez que el Estado emite el título de Concesión correspondiente y de manera temporal, bajo condición de explotarlos, de modo que si no se explotan, volverán a la Nación.

10. Los Contratos de Licencia prevén la transmisión onerosa de los hidrocarburos hasta que hayan sido extraídos del subsuelo y una vez cumplidos ciertos compromisos de inversión y realización de las actividades contractuales pactadas, así como realizados los pagos de contraprestaciones e impuestos a cargo del contratista y el pago al Estado de un porcentaje del valor de los hidrocarburos comercializados.
11. Las controversias suscitadas entre el Estado y el contratista se resolverán por los mecanismos de resolución previstos en el propio Contrato.
12. El Contrato de Licencia Petrolera se separa de la figura de la Concesión en cuanto a que otorga a los contratistas certeza jurídica respecto a las inversiones a realizarse al amparo de la legislación aplicable en materia contractual y resolución de controversias entre dos entidades contratantes, en vez de la unilateralidad con la que el Estado puede actuar en materia administrativa para revocar Concesiones.
13. Sin dar un paso hacia la re-institución de la accesión, vigente antes de la Constitución de 1917, y preservando la propiedad y dominio del Estado sobre los hidrocarburos existentes en el subsuelo Mexicano conforme al régimen dominal-regalista, podemos concluir que, jurídicamente, nos encontramos ante contratos complejos -no Concesiones-.
14. La política de contrataciones en materia petrolera en México podrá seguir haciendo uso de las diversas modalidades de Contratos que su legislación le permite adaptadas a cada caso en particular, manteniendo la Nación la propiedad de los hidrocarburos del subsuelo.
� El transporte, el almacenamiento y la distribución de gas, incluyendo el gas metano,  podían ser llevados a cabo, previo permiso, por los sectores social y privado, los que podían construir, operar y ser propietarios de ductos, instalaciones y equipos, en los términos de las disposiciones reglamentarias, técnicas y de regulación expedidas.
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